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Resumen 

Esta investigación buscó determinar la relación de las cláusulas anticorrupción con 

el delito de colusión; asimismo se desarrolló en base al tipo investigativo aplicado 

bajo el enfoque cuantitativo y el diseño correlacional; 30 funcionarios y servidores 

públicos de la Fiscalía Anticorrupción del Santa seleccionados por medio del 

muestreo no probabilístico a conveniencia, conformaron la muestra a la cual se 

aplicó 17 interrogantes en un cuestionario; posteriormente los resultados fueron 

analizados, arrojando una correlación positiva moderada Rho de Spearman (0,430) 

y nivel de significancia de 0,18; llegando a concluir que las cláusulas anticorrupción 

se relacionan de modo regular con el delito de colusión, en el Distrito Judicial del 

Santa – 2022. 

Palabras clave: Cláusulas anticorrupción, contratación con el estado, delito de 

colusión, comportamiento corruptivo, sanciones de acto corruptivo. 
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Abstract 

This investigation sought to determine the relationship of the anti-corruption clauses 

with the crime of collusion; developed based on the investigative type applied under 

the quantitative approach and the correlational design; 30 public servants and public 

servants of the Fiscalía Anticorrupción del Santa selected by means of the non-

probabilistic demonstration at convenience, formed the sample to which 17 

questions were applied in a questionnaire; Subsequently, the results were analyzed, 

yielding a moderate positive production Spearman's Rho (0.430) and a significance 

level of 0.18; reaching the conclusion that the anti-corruption clauses are regularly 

related to the crime of collusion, in the Judicial District of Santa - 2022. 

Keywords: Anti-corruption clauses, contracting with the State, crime of collusion, 

corrupt behavior, sanctions for corrupt acts. 
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I. INTRODUCCIÓN

El Perú a lo largo del tiempo, se ha visto envuelto en actos de corrupción con 

un alto índice, resultando ser el elemento de mayor preocupación de la población, 

la misma que se desarrolla de diversas maneras tales como: coimas, sobornos, 

propinas y cobro por regalos; entre otros, manifestándose a través de los servicios 

que requiere el Estado, el cual consiste en que sus funcionarios presten adecuada 

atención a los usuarios.  

Según los datos estadísticos, en el Perú, el 3.0% de los hogares señala que 

a un familiar le solicitaron “un pago extra” para la realización de gestiones o solicitar 

servicios en las entidades públicas durante el 2021.  Asimismo, se diagnosticó que 

el 2,5% había informado dicha situación para el año 2022; y que, en el área de 

residencia, dentro del estudio se especificó que la corrupción tiene más incidencia 

en el área urbana (2,7%), que en la rural con un porcentaje de 1.8%, siendo que 

las supuestas víctimas de estos actos de corrupción, fueron con relación al sexo 

masculino con un 2.9%; en ese sentido, concluyeron que a nivel de educación se 

identificó que a mayor nivel educativo (consideró que por lo menos se realiza una 

gestión ante un trabajador público), se da una experiencia de corrupción (Instituto 

Nacional de Estadística e Informática [INEI], 2022). 

Esta problemática peruana, conllevó a la necesidad de poder limitar y 

controlar las acciones ilícitas derivadas de ellas; por lo que, con Res. Leg. N°26757, 

que data de marzo, 24 de 1996, se aprobó la suscripción como estado miembro pudren

palasi o *Convención* *           Interamericana * *         contra * *  la Corrupción *; siendo ratificado en el mes de 

marzo delia 1997, con Decreto Supremo N°012-97-RE (Pucp.education, (s.f. a); de la 

misma forma, el 6 de octubre de 2004 mediante Resolución Legislativa No28357, 

se aprobó integrar lia Cronvencción dre. pilas doNaciones fUnfidas reContra lía Crorrup.ción 

(Pucp.education, s.f. b). 

Es así que, los actos corruptos coser representan también ten alas contrataciones 

públicas; por lo que el Estado optó por reformas institucionales a fin de adoptar una 

estrategia integral a medio plazo; por lo tanto, se modificó la Leye reguladora de las 

contrataciones del Estado, a través del Decreto Legislativo N°1341, la cual está 

vigente desde abril d ren 2017, estableciendo l ia incorporación obligatoria de lia pilas 

cláusulas anticorrupción en todos los contratos suscritos con el Estado; esta 
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adhesión, está orientada en la línea de la batalla contra la corrupción donde el Perú 

es parte (Chocano, 2020). 

Pese a las acciones preventivas y limitativas de actos ilegales por parte de 

la ciudadanía y los empleados del Estado, se cuenta con información del 

Observatorio Nacional Anticorrupción de la Contraloría General de la República, 

quienes en el año 2021, han obtenido altos niveles de corrupción que afectaron al 

presupuesto público en un 27.1 puntos en base a una puntuación máxima de 30; 

así mismo, en cuanto al indicador sobre interés indebido y abuso de funciones, el 

puntaje fluctuó en 17.3 de 30 puntos; y por último el informe detalló un nivel de 

impunidad de 3.1 sobre 10 puntos. 

Conforme a la situación presentada, se realizó la pregunta de investigación: 

¿Cuál es la relación entre las cláusulas anticorrupción y el delito de colusión, en el 

~D~is~tri~to J~u~di~c~ial del Sa~nt~a - 2022?. Pues de ello se desprende como ob~je~ti~vo 

ge~ne~ral, el de d,et~erm~i,na,r la relación entre las cláusulas anticorrupción y el delito 

de colusión; y como ob+je~tiv+os e.sp*ec~ífi~c_os lo siguiente: 

a) I_de,nti_fi_~car la relación entre las cláusulas anticorrupción y el 

comportamiento corruptivo, 

b) Identificar la relación entre las cláusulas anticorrupción y los sujetos del

acto corruptivo,

c) determinar la relación entre las cláusulas anticorrupción y el perjuicio del

acto corruptivo,

d) identificar la relación entre las cláusulas anticorrupción y la modalidad

del acto corruptivo, y

e) determinar la relación entre las cláusulas anticorrupción en la sanción del

acto corruptivo.

Bajo este contexto, en cuanto a la justificación teórica del informe, este tuvo 

el objeto de aportar al conocimiento ya existente con nuevas teorías sobre las 

variables de estudio, lo que permitió generar nuevos puntos de vista, enfoques, 

teorías y conclusiones que se alcancen. Asimismo este estudio basó su justificación 

metodológica en que los datos recopilados del acopio y procesamiento de análisis, 

generaron resultados que contribuyen a nuevas investigaciones en materia del 

estudio.  
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En relación a la justificación práctica, el estudio significó un aporte a la 

Fis~ca~lía Pr~ov~inc+ial C~o+r~p+or~at-iva ~Esp~ec+i~ali+z+ad+a e+n D+e~lit+os d~e C~orr+upc~ión de 

Fu~nc~ion~a~rios d~el S~anta, debido a que se examinó en un primer nivel, el aspecto 

netamente jurídico, teniendo como base legítima los alcances críticos y reflexivos, 

que conllevaron a determinar si las cláusulas anticorrupción establecidas en las 

contrataciones públicas celebradas con el Estado de manera obligatoria, 

específicamente los que nacen de un proceso de contratación y que se han visto 

envueltos en una situación de vulnerabilidad de sus intereses, el cual puede traer 

como consecuencia la realización dren un delinto como el de colusión, ilícito penal 

instaurado en el artículo 399° del Código Penal es vigente, podrían generar una idea 

de mejora a fin de poder establecer estrategias de uso y avance en la lucha para 

enfrentar a la corrupción existente en los procesos públicos en el DF Santa. 

En consecuencia, las hipótesis de investigación propuestas son: 

Hipótesis general: 

Hi. Las cláusulas anticorrupción se relacionan con el delito delta conlusción, en 

el Distrito Judicial del Santa – 2022; y H0. Las cláusulas anticorrupción no se 

relacionan con el delito delta collusión, en el Distrito Judicial del Santa – 2022;  

Hipótesis específicas: 

 HE1i: Las cláusulas anticorrupción se relacionan con el comportamiento 

corruptivo y HE10: Las cláusulas anticorrupción no se relacionan con el 

comportamiento corruptivo;  

HE2i: Las cláusulas anticorrupción se relacionan con los sujetos del acto 

corruptivo y HE20: Las cláusulas anticorrupción no se relacionan con los sujetos del 

acto corruptivo;  

HE3i: Las cláusulas anticorrupción se relacionan con el perjuicio del acto 

corruptivo y HE30: Las cláusulas anticorrupción no se relacionan con el perjuicio del 

acto corruptivo;   

HE4i: Las cláusulas anticorrupción se relacionan con la modalidad del acto 

corruptivo y HE40: Las cláusulas anticorrupción no se relacionan con la modalidad 

del acto corruptivo;  

HE5i: Las cláusulas anticorrupción se relacionan con la sanción del acto 

corruptivo y HE50: Las cláusulas anticorrupción no se relacionan con la sanción del 

acto corruptivo. 
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Finalmente, se obtuvo un nivel relacional positivo moderado Rho de 

Spearman (0,430) y un nivel de significancia de 0,18; llegando a concluir que las 

cláusulas anticorrupción se relacionan a nivel regular con el delito delta conlusción, en 

el Distrito Judicial del Santa – 2022. 
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II. MARCO TEÓRICO

De los aportes de otros investigadores en relación a las er cláusvulas 

anticorrupcción y delta derltito dren conlusión, se hallaron los siguientes estudios previos 

que coadyuvaron de sustento de investiga cción: 

A nivel internacional, Martínez (2016) en su investigación doctoral realizada 

en España; hizo una comparación entre la transparencia y la corrupción existente 

en los contratos estatales, en donde utilizó un método descriptivo, concluyendo que 

la transparencia es el medio más eficiente para contrarrestar actos corruptos en los 

contratos celebrados en el Estado; de la misma forma el autor opinó que el éxito 

para poder llegar a una contratación eficaz, íntegra y libre, ésta debe darse dentro 

de ciertos parámetros de transparencia; por lo que, indicó que el Principio de 

Transparencia, está referido a la igualdad de trato, como principio rector, estructural 

y transversal, la cual ha de aplicarse en todos los niveles del procedimiento de 

contratación pública con la cual asegura la eficacia con un mayor número de 

competencia leal y concurrencia con igualdad de condiciones, siendo que los 

resultados del proceso deben divulgar de forma sistematizada y alcanzable a los 

postores y ciudadanos, para así permitir con facilidad su participación en el 

conocimiento o control del gasto público, deduciendo en dicha forma que se llegará 

a reconocer el {derecho a una buena administración }, en el aspecto de 

administración pública. 

Al mismo tiempo, Ávila (2016) en su trabajo de investigación desarrollado en 

Ecuador, estudia cómo se presenta el problema de colusión dentro de las 

contrataciones del Estado  Ecuatoriano; teniendo como objetivo estudiar el delito 

bajo l*a pr*omu-lgaci_ón d~e la Le~y Or~gánica de R~egula*ción y Co~ntrol de Pod~er de 

M~ercad~o en Ec~ua*dor; concluyendo de que los acuerdos colusorios afectan de 

manera negativa tanto a la administración de los recursos, como al mercado y libre 

competencia de los bienes y servicios licitados, causando finalmente el daño mayor 

a los competidores y a los consumidores finales, así también a los ciudadanos 

contribuyentes, a razón de generarse un crecimiento en el coste de las 

contrataciones públicas. 

Para Morón (2018), en el artículo científico realizado en México, trata sobre 

cláusula en contra de la corrupción en el Derecho de las Contrataciones del Estado, 
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precisando que con la incorporación de estas cláusulas, los sujetos del contrato se 

otorgan una obligación recíproca de conducta cero corrupción; por ende, deben 

asumir una serie de responsabilidades producto de acciones conducidas por la 

honradez en los procesos precontractuales, contractuales y pos contractuales, 

dotándose de manera mutua mecanismos que permitan verificar el cumplimiento y 

con ello anticiparse a la aceptación de consecuencias que traen el transgredir los 

deberes comprendidos en los actos administrativos. 

A nivel nacional, Cisneros (2017), buscó conocer las causas d *e las 

Asociaciones Público Privadas en el Perú con Ocasión de la Cláusula 

Anticorrupción, siendo desarrollada bajo un enfoque descriptivo, a través de la cual 

concluyó que la aplicación de las cláusulas anticorrupción de manera imperativa 

como un modo de resolución de contrato con el Estado, implicaría que la 

declaración de un acto ilícito, dentro o fuera de nuestro territorio nacional, traería 

como consecuencia un perjuicio mayor para la población integrante de cada 

territorio, dado que se concluiría el contrato y se paralizaría las obras o proyectos 

en su proceso de ejecución. En esa línea también señala que, en nuestro país al 

presentarse presuntos pactos de corrupción por parte de una empresa, la nulidad 

del contrato debe ser de modo potestativo para el Estado, conforme el nivel de 

corrupción realizado, el mismo que debería estar planteado de modo legal y 

contractual; siendo así que las cláusulas anticorrupción presentan un procedimiento 

entre los sujetos intervinientes, cuando se denotan indicios potenciales de acciones 

corruptivas menores, siendo la primera de ellas el de comunicar el hecho o acto 

ilegal a la otra parte, en dicha forma se presentan las medidas inminentes para 

corregir tal situación; por tanto, establece que la política anticorrupción, para su 

efectividad, debe estar inmersa en una propuesta de Programa Anticorrupción que 

dé cuenta de las buenas prácticas anticorrupción; proponiendo, un análisis de 

riesgo de corrupción, la detección de los actos corruptos y la implantación de 

sanciones públicas. 

Chocano (2020), en la publicación de su artículo: Las herramientas que se 

necesitan para mantener la integridad en los contratos públicos en el Perú, señaló 

que las cláusulas permiten la variación de los riesgos corruptivos que pudieran 

presentarse en la suscripción de los contratos, siempre y cuando no desnaturalicen 



7 

su contenido obligatorio. Indicó también que las cláusulas en sus bases tienen la 

facultad de que la entidad ejerza la garantía durante el proceso público. San Miguel 

(2018), manifiesta que las cláusulas determinan a que el proveedor ejecutor de la 

obra o servicio, declare no estar o haber estado inmerso en pactos de cortrupcción 

para así poder suscribir el contrato, de tal manera que pueda asumir y 

comprometerse a garantizar la ejecución en su integridad; garantizar que sus 

miembros parte de la empresa ni personas ajenas vinculados incurrirá en pactos de 

cortrupcción; declarar las malas prácticas ante las autoridades competentes; y 

acoger medidas indispensables y necesarias para evitar que se realicen prácticas 

indebidas en la organización. 

Vega (2020), en su investigación buscó implementar un prototipo de 

preparación anticorrupción en las empresas que convengan con el Estado; 

concluyendo que las empresas que desean ser parte del proceso de contratación 

o licitación con el Estado, perciben los actos de corrupción. Con esto quiso decir,

que existen presuntos actos que otorgan beneficio a empresas determinadas u 

orientadas a ganar las contrataciones, lo que conlleva a que cualquier empresa esté 

en riesgo de competir en un proceso de licitaciones públicas, porque conoce 

anticipadamente el resultado final, presentarse y no ganar. Por tanto, dicha 

situación vulnera el acceso a la libre competencia, trayendo como consecuencia un 

desgano y desmotivación que conlleva a un perjuicio al Estado y sociedad. Por 

ende, como propuesta o medida de solución, precisa que sería eficiente la 

modificación de la Ley N°3~04~24, mediante la cual se regula la responsabilidad 

administrativa de las personas jurídicas, pero da cuenta que este proceso generaría 

procedimientos legislativos que traerían como resultado un retraso; para lo cual 

formuló un resultado con mayor probabilidad de eficacia y con una disminución 

onerosa en su publicación por parte del OSCE, la cual consiste en una resolución 

que determina que las empresas postoras que suscriban con el Estado, en una 

licitación de ejecución de obras grandes que oscilen los 1 8 _0~0 00*0 soles, estén 

acreditadas con la implementación del IS_O 37*0_01, emitida por el Instituto Nacional 

de Calidad o en su defecto, un auditor externo experto en la materia. 

Adicionalmente, Hurtado (2021), en su trabajo de investigación en Chiclayo 

– Perú, analizó las mejoras en la cláusula anticorrupción a modo de prevención en
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las celebraciones contractuales peruanas; donde desarrolló una metodología 

cualitativa de tipo documental basada en la técnica del fichaje; llegando a la 

conclusión de que las cláusulas anticorrupción prescritas dente delia inciso 4° delia artículo 

138° delia Reglamento mande pila Ley No 30225, otorga ciertas normas de conducta, con 

la intención de prevenir un acto ilegal; sin embargo, luego del análisis del mismo 

determinó que la parte que representa al Estado, se ha envuelto en una serie de 

actos no legales a sus obligaciones y/o funciones, dentro de las contrataciones 

públicas y en contra de una correcta administración pública, pues al desarrollar una 

aptitud imparcial en base a la falta de ética y moral, desproporciona las 

pretensiones de la contratación; si bien es cierto, que la prohibición de realizar actos 

contrarios a la norma forma parte de la integridad, hay que recordar que las 

cláusulas tiene como función la de evitar cometer actos ilícitos; empero, afirma que 

el sujeto responsable de asumir los contratos, no resultaría ser la persona idónea 

ya que se ha demostrado que su participación es en base a su beneficio, realizando 

para ello actos ilícitos. 

Habiendo desarrollado los trabajos previos del tema plasmado en esta 

investigación, a continuación, se procedió a plantear los aportes teóricos que 

sustenten este estudio. 

Definiendo la primera variable de estudio, las cláusulas anticorrupción 

vienen a ser un mandato contractual justificado entre los miembros con el objetivo 

de obtener una intervención íntegra durante las etapas de contratación pública, por 

lo cual se provee de mecanismos ante el posible incumplimiento de los 

compromisos pactados que no permita que el contrato surta sus efectos. Empero, 

este sería suscrito bajo actos corruptos a consecuencia de una de las partes haya 

orientado su voluntad contrariando la probidad esperada (Cámara de Comercio 

Internacional CCI, 2018).  

En cuanto a la Teoría de las Cláusulas anticorrupción, García (2016) precisa 

que son aquellas que resultan indispensables para prever los pactos de corrupción, 

por medio de diversos métodos orientados a detectar aquellas acciones de terceros 

dirigidos a corromper a los funcionarios o servidores públicos.  



9 

Morón (2018), estableció que e*l objetivo d *e las cláusulas anticorrupción es 

brindar a los intervinientes un lineamiento contractual que sirva para garantizar la 

etapa precontractual, contractual y pos contractual, evitando cometer pactos de 

corrupción. 

Guerrero (2018), señala que las cláusulas generan un compromiso entre las 

partes, e incluye sanciones impuestas y castigos de acuerdo a lo estipulado en un 

contrato en caso de incumplir dichos términos. 

Hay que mencionar además, que las cláusulas anticorrupción fueron 

presentadas e ingresadas en nuestro ordenamiento legal a través del Texto Único 

Ordenado de la Ley N°~302~25, Ley de Contrataciones del Estado, aprobado por 

Decreto Supremo N°0~82-2019-E~F, (Reglamento) consentido con Decreto Supremo 

N°3}4}4-201}8-E}F y *sus disposiciones complementarias, en las cuales están incluidas 

las Directivas que apruebe el OSCE, prescindiblemente, la Dir 9ec’tiva N°0 ’01-2=0¿19-

O¿SC¿E/’C’D, sobre las Bases y solicitud de expresión de interés estándar para los 

procedimientos de selección a convocar en el marco de la Ley N°30¿22’5 (Diario El 

Peruano, 2019).  Dado que, e0n e9l R9egl?a+mento d*e C*on?trat0aci0ones del Esta=do, a 

través de su artículo 138° e inciso 4, se precisa las obligaciones que debe tener en 

cuenta el contratista al momento de presentarse a un proceso de selección, en 

mérito a los artículos 32° y 40° de la Ley, las cuales obligan a que las cláusulas 

anticorrupción deben ser incorporadas en todos los contratos, bajo sanción de 

nulidad; prescribiendo que el contratista debe comunicar no haber realizados actos 

ilícitos para suscribir el contrato y en tal sentido, debe asumir tres compromisos 

para garantizar la integridad en su ejecución: garantizar que ninguna persona 

integrante de su empresa, ni personas ajenas con vinculadas a ella, se encuentren 

involucrados en actos ilegales; denunciar, si conociera alguna acción ilícita; y, 

adoptar medidas de prevención. 

Adicionalmente, con respecto a los impedimentos para presentarse como 

postor d}el Estado, la Dirección Técnico Normativa, mediante Opinión N}°180-

2019/DTN, recaído en el Expediente N°74984 T.D.: 15595361, señaló que existe 

norma jurídica encargada de regular la situación en donde puede surgir una causal 

de impedimento para dicha contratación durante la ejecución de contrato; es así 

que delia artículo 138°.4 del Reglamento de la Ley N°¿302’2’5 (2018), establece las 



10 

siguientes condiciones, las cuales se presentan en esta investigación como 

dimensiones de la variable cláusulas anticorrupción: 

La Declaración del contratista, éste debe, de manera directa o indirecta, 

declarar y garantizar el no haber realizado algún ofrecimiento, efectuado o 

negociado cualquier pago o, de manera general, algún incentivo o beneficio ilegal 

en relación al contrato, esta situación también obliga a los miembros, socios 

integrantes, representantes legales, o cualquier figura que representa a la persona 

jurídica, conforme prescribe el artículo 7 de los impedimentos contenidos en el 

Reglamento de la Ley No30225. En tanto, Chocano (2020) coincide precisando que 

la confesión de no haber cometido pactos de corrupción, se presenta al instante de 

la firma del contrato, ahí tiene que indicar de manera proba, honesta, veraz e íntegra 

de no haber efectuado, negociado u ofrecido pago alguno, o haber requerido algún 

beneficio ilegal respecto al contrato (p.54). 

Acerca de la Garantía del contratista, éste debe garantizar que el 

comportamiento de los socios, apoderado, representantes legales, o integrantes del 

órgano administrativo de una persona jurídica, sea totalmente probo, veraz, íntegro 

e incorruptible (Chocano, 2020, p.54). 

En relación a la Obligación del contratista, al presentarse o conducirse dentro 

del proceso de ejecución del contrato, está obligado a actuar bajo los principios 

morales de integridad, probidad, honestidad, e integridad, y sobre todo prometer no 

incurrir en acciones ilícitas o de corrupción, directa o indirectamente, condiciendo 

en la misma forma a sus miembros, socios, accionistas, participantes, etc., 

conforme lo establece el artículo 7 de los impedimentos contenidos en el 

Reglamento de la Ley No30225; además, Chocano (2020) señala que el contratista 

tiene la obligación de realizar una denuncia de manera oportuna y directa, ante una 

autoridad competente, ante cualquier situación que contenga rasgos de corrupción 

de la cual tenga conocimiento, ello con el objetivo de gestionar el riesgo presentado 

durante la ejecución del contrato. (p. 54). 

Y, para el Compromiso del contratista, éste debe: avisar a las autoridades 

competentes, sobre cualquier situación ilícita que se haya dado o haya observado 

de manera directa o indirecta; y tomar medidas organizativas, técnicas, y/o de 
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personal, que sean adecuadas a fin de evitar los referidos pactos de corrupción. A 

través de estas cláusulas, la parte contratante asume la obligación de que su 

conducta presente un nivel de cero corrupción; por lo que, deben responder a un 

sin número de responsabilidades que conllevaran a que su conducta sea de manera 

proba durante el proceso precontractual, contractual y pos contractual, brindándole 

ante ello ,de modo bilateral, mecanismos con el objetivo de verificar su 

cumplimiento y adicionalmente, anticiparse a la aceptación de un abanico de cuatro 

consecuencias correctivas y graduales si incurriera en algún incumplimiento a las 

obligaciones contraídas, muy aparte de las sanciones penales o responsabilidades 

civiles que acarreen (Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado 

[O’SC¿E], 2019). 

En ese contexto, el párrafo último del artículo 138°.4 del Reglamento de la 

Ley N°{30}22¿5 (2018) dispone que, ante el incumplimiento d {e estas cláusulas, el 

Estado se encuentra facultado para resolver de modo automático y de pleno 

derecho el contrato. En consecuencia, el contratista se sumergirá en un hecho 

ilícito, específicamente de corrupción, y, por tanto, la entidad puede resolver la 

vigencia del mismo. 

Las cláusulas anticorrupción, se fundamentan en las teorías sobre la 

corrupción, una de ellas es el aporte brindado por McMullan (1962), quien brinda 

un punto de vista basado en la sociología, en el cual plantea que los altos niveles 

que presenta la corrupción, no son nada menos que el resultado de las amplias 

diferencias presentadas entre los objetivos gubernamentales de un Estado, y los 

de la sociedad; haciendo hincapié en aquellos objetivos que se encargan de 

discriminar a gran parte de la población poniéndola en desventaja frente a una 

minoría que se define como dominante. 

Por el contrario, Rusca (2023), en su artículo científico señala las teorías de 

la corrupción son tan similares que no se comparan a la diversidad de las causas 

que la generan.  

Para Weinschelbaum (1997), precisa que el delito ocurre cuando se realiza 

la conspiración con un tercero, con miras a apropiarse de manera ilícita de rentas 
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a costas del titular agraviado; convirtiéndose entonces en un hecho de naturaleza 

colectiva en donde alguien se beneficia con el perjuicio de otro. 

Máiz (2003), planteó que la corrupción está vinculada a la política, 

configurándose bajo los efectos de una inadecuada gestión de los recursos, la 

delincuencia de forma organizada, e incluso por el clientelismo para brindar ciertos 

favoritismos. 

Quiroz (2013), en su libro donde comenta sobre la corrupción ~en el Perú a lo 

largo del tiempo, expresó que esta acción tiene un impacto fuerte en los índices de 

desarrollo social, considerándola como una variable de suma importancia al 

sustentar las divergencias de crecimiento y desarrollo entre los países; afirmando 

que el fenómeno de la corrupción, a lo largo del tiempo, ha sido parte tanto en el 

sector privado más organizado como en el estatal; a razón de que la corrupción 

lamentablemente es parte de las relaciones sociales e influye en las consecuencias 

negativas de la democracia, desarrollo y crecimiento ciudadano. 

Rojas (2017), señala que en el Perú, la corrupción se presenta en las 

contrataciones públicas en la mayoría de casos, y desde allí, la problemática se 

ramifica en diversas formas y niveles. 

Owusu, et al. (2019), señalan que la corrupción en los países es causada 

por la baja capacidad de democracia que se muestra para afrontar los problemas 

sociales como la pobreza, la delincuencia, y el desarrollo. 

En tal contexto, Saputra y Saputra (2021), definen a la corrupción como el 

mal uso del poder que le otorga ser funcionario del Estado, en beneficio o ventaja 

indebida de sus propios intereses o para terceros, dañando el principio de 

competencia libre en el mercado. 

La teoría del delito de corrupción establecida en el artículo 384° del Código 

Penal Peruano, es concebida como como como aquel abuso de poder a favor de la 

obtención de algún beneficio o favorecimiento pecuniario de un tercero o actor 

particular, conllevando a un perjuicio del Estado, siendo mal visto por la ciudadanía 

peruana. (Código Penal Peruano, actualizado al 2023, Art. 384) 
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En cuanto a la definición de corrupción, la Real Academia Española (2001) 

prescribe como aquella acción que lleva a corromper o corromperse dentro de un 

ambiente u organización, sobre todo en las estatales, que consiste en utilizar las 

funciones delegadas para fines de beneficio personal, tanto económico u otro tipo. 

Por otro lado, un acto de corrupción se define como el pedido o dación, de manera 

directa e indirecta, por parte de un servidor público, de cualquier beneficio, favor, 

ventaja o promesa para sí mismo o para otra entidad o persona, con la convicción 

de retribuirlo realizando u omitiendo actos bajo el ejercicio de sus funciones que 

favorezcan a la otra parte (Carpio, 2019).  

Peters (2018), afirma que las características más importantes de esta 

problemática son el indebido manejo de los recursos del Estado, la ineficacia de 

alcance de resultados al gestionar los recursos, la necesidad de utilizar 

mecanismos de participación de la ciudadanía, *y _l*a ilegalidad en la forma de actuar 

de ciertos funcionarios o servidores públicos. 

La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción señala las 

tipificaciones siguientes: En el sector público comprende la aceptación de cohechos 

por parte de funcionarios u organismos; además de; abuso de funciones; 

enriquecimiento ilícito; lavado de activos, y malversación, peculado o apropiación 

incorrecta de bienes; tráfico de influencias. En tanto, el sector privado presenta 

dación de sobornos para lograr ciertas ventajas en el mercado; lavado de activos 

provenientes de delitos, y encubrimiento. Un criterio original de la convención fue 

el de instituir indemnizaciones por daños y perjuicios a efectos de reparar de forma 

económica a los afectados por pactos de corrupción (Pucp.education, s.f. b). 

Por su parte, McMullan (1962), argumenta acerca de los efectos más 

perjudiciales que trae consigo la corrupción, siendo éstos la injusticia, la 

ineficiencia, la desconfianza hacia la forma de gobierno y los gobernantes, mal uso 

y gestión de los recursos públicos; en adición a ello, Vega y Tabra (2022), señalan 

que otros de los efectos vienen a ser la inestabilidad a nivel político, represalias 

para aquellos que denuncian actos corruptivos, falta de estimulación para el 

impulso emprendedor, e ineptitud del gobierno para la implantación de una política 

pública. 
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Así mismo e*l informe emitido por la Contraloría General d*e l*a República 

(2020), respecto a la incidencia d *e la corrupción y la inconducta funcional en la 

nación peruana, explica que los riesgos de corrupción y de inconducta funcional 

están constituidos por precarios sistemas de control en las instituciones, baja 

calidad de contrataciones públicas, recursos humanos insuficientes a nivel de 

competencias y habilidades en el desempeño laboral, aunado a los efectos 

colaterales de la emergencia sanitaria a razón de la pandemia de la C+OV~ID-19 que 

afectó al Perú; concluyendo en dicho informe que la mayor incidencia de este delito 

se presenta en los gobiernos regionales y locales. 

De acuerdo al Informe anual emitido por el Grupo de Trabajo Contra la 

Corrupción (2010), se precisó que la lucha contra los actos de corrupción ha 

generado un impacto en el desarrollo político, económico y social en los países es 

muy fuerte; debido a que afecta la democracia y pone en manifiesto la gran 

desigualdad que existe en la sociedad.  

Adicionalmente, resulta imprescindible conocer sobre la teoría de la 

Contratación Pública, tal es así que Paredes (2017) señala que desde el Gobierno 

se impulsan diversas acciones y procedimientos para efectivizar adecuada y 

sistemáticamente el interés público; es por ello que se ha recurrido a través de los 

años, a la modalidad de Contratación Pública, la misma que se presenta como un 

conjunto de actos administrativos que siguen un proceso donde intervienen las 

entidades estatales, a través del cual buscan adquirir bienes, servicios y lograr 

construcción de obras; siendo ganador el postor quien presente la oferta más 

accesible conforme a los requerimientos de la contratación, resultando necesaria la 

acción activa del contratante basada en priorizar el interés general para ejecutar el 

presupuesto público asignado, siguiendo los términos de ética, transparencia y 

responsabilidad.  

En esa línea, Rodríguez et al. (2017), menciona que todo contrato 

administrativo, viene a ser el consenso generador de responsabilidades, celebrado 

de una parte por el Estado, al ejercer la función administrativa, predispuesto a 

generar efectos con relación a terceros. En tanto, Pariona (2017) señala que la 

Contratación Estatal no es ajena al principio de igualdad de trato, la cual está 

regulado en el artículo segundo, literal b) del T .U.O de Ley N°30225, prescribiendo 
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que ningún postor tiene denegada la posibilidad de disponer una igualdad de 

oportunidades para presentar sus ofertas, exonerándose la existencia de 

beneficios; por lo tanto, el trato discriminatorio de modo público, oculto y encubierto. 

Es decir, se exige que no exista trato diferente entre los proveedores postores, 

específicamente en situaciones contractuales, de manera que se favorezca en el 

procedimiento de una competencia efectiva; permitiendo un trato equitativo sin 

muestra de privilegios y desigualdades subjetivas o arbitrarias (Lima, 2020). 

Acerca de la Teoría de la obligación contractual, Sotelo y Barnett (2004) 

mencionan que los compromisos exigidos en una relación contractual, se identifican 

bajo la teoría de la voluntad, la confianza, la justicia, eficiencia y la negociación; 

además explican que estas teorías sobre la obligación, sirven de ejemplo para los 

tipos de teorías del contrato que son tres. 

Las Teorías que se basan en las partes intervinientes en la etapa contractual, 

están formadas por aquellas que tienen como objetivo proteger a una de las partes 

contractuales; la primera de ellas es la Teoría de la voluntad, las cuales prestan 

suma atención a la protección de la parte que promete; y, la segunda de ellas, viene 

a ser la Teoría de confianza, la cual se preocupa de proteger a aquella parte que 

recibe la promesa en el proceso contractual. 

Las Teorías que se basan en juicios de valor estándares, que son 

establecidas en la evaluación de la parte sustantiva de la celebración contractual, 

de manera que esté de acuerdo a los estándares de evaluación básica, del cual 

forma parte dos teorías, la primera es la eficiencia económica que está relacionada 

a la riqueza y al bienestar social que es parte de la obligación contractual; y la 

segunda teoría la conforma la justicia sustantiva, que se basa en la adecuación de 

la consideración de los acuerdos pactados. 

Las Teorías basadas en el proceso, estas teorías proponen ciertos 

procedimientos que ayudan a establecer obligaciones dentro de los acuerdos 

contractuales, además de evaluar si los procesos contractuales siguieron los pasos 

correspondientes; es así que, dentro de estas teorías se encuentra la teoría 

negocial de la consideración, que se basa en la consideración de ambas partes al 

negociar una promesa que genere reciprocidad en el proceso. 
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Por otra parte, el órgano encargado de inspeccionar los contratos que 

celebra el Estado peruano es el OSCE (Organismo Supervisor de las 

Contrataciones del Estado), encargado de supervisar que los compromisos a 

contratar sean íntegras, eficientes y competitivas a favor de la ciudadanía. Esta 

institución impulsa las buenas prácticas en los procesos de contrato realizados por 

las entidades públicas, tal como lo señala la Ley N~°30~2~25 –Contrataciones del 

Estado-, y de acuerdo al Decreto Legislativo ~1439 acerca del Sistema Nacional de 

Abastecimiento (O~SC~E, s.f.). 

En tal sentido, la Ley No30225, establece normas y principios que rigen los 

procesos contractuales del Estado, considerándola dentro de ellas la libertad de 

acceso y participación para los proveedores en las convocatorias, la igualdad de 

trato y oportunidades favoreciendo una competencia efectiva, la transparencia para 

la objetividad e imparcialidad de los procesos, la publicidad y difusión de los 

procesos para la libre competencia, las condiciones que promueven la competencia 

efectiva, eficaz y eficiencia de los procesos a fin de lograr las metas de la Entidad, 

la vigencia tecnológica reuniendo condiciones necesarias de calidad y modernidad 

requerida para la finalidad pública, la sostenibilidad ambiental y social buscando 

contribuir al amparo del medio ambiente y progreso social, y finalmente, la equidad 

a fin de que tanto las prestaciones como los derechos de ambas partes guarden 

una relación razonable y proporcional sin perjuicio a las facultades de la gestión de 

interés general por parte del Estado (Ley N°30225, 2014, Artículo 2). 

Sin embargo, la Ley en mención excluye del _ámbito de aplicación a los 

sujetos a supervisión, entre otros, a aquellos contratos cuyos montos alcancen las 

ocho (08) Unidades Impositivas Tributarias (U+I`T) vigentes al efectuarse la 

transacción, así como también la contratación servicios públicos siempre y cuando 

no sea posible contar con más de un proveedor, adicionalmente a las 

contrataciones que realice el Estado peruano con otro Estado. 

Además, e \n su capítulo I_I de la Ley N°\30\225, determina que la autoridad 

responsable del proceso de contratación, son las entidades públicas, pues ellas son 

las que organizan, y los encargados son: a) el titular de la Entidad como máxima 

autoridad ejecutiva, b) el área usuaria que viene a ser la dependencia a la cual se 

pretende atender las necesidades requeridas con dicho proceso de contratación, c) 
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el órgano o unidad orgánica realiza gestión sobre el abastecimiento dentro de una 

Entidad, incluyéndose la gestión contractual. Por lo que, la institución puede 

disponer la conformación de comités de selección para encargarse del proceso 

según los requerimientos del área usuaria.  

En cuanto a la responsabilidad generada en los procesos de contratación 

con el Estado, la Ley de Contrataciones del Estado, establece que, todas aquellas 

personas que intervienen en el desarrollo de la contratación a nombre de la Entidad, 

resultan responsables; ello, basado en la responsabilidad que se determina en base 

a sus funciones en las contrataciones, independientemente del régimen jurídico que 

lo0s vinculen a la Entidad, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales 

que correspondan. Esta Ley también indica que la Entidad debe supervisar, de 

manera directa o por medio de terceros, todo el proceso contractual; sin embargo, 

que la Entidad pública no realice esta tarea, no es excusa para que el contratista 

cumpla con sus deberes ni la responsabilidad correspondiente. (Ley N°30225, 

2014, Artículo 10). 

Continuando con los aportes en base a autores, la variable delito de 

colusión tiene su doctrina en la teoría prescrita en el artículo 384° del Código Penal 

Peruano, donde se precisa que es un delito en el cual concurren más de una 

persona, siendo éstos el funcionario y servidor público con el particular, o entre 

semejantes; pudiéndose presentarse en forma de colusión simple o de manera 

agravada.  

La Contraloría General de la República (2021) en uno de sus estudios 

especiales encargados por el Observatorio Nacional Anticorrupción, identifica que 

la corrupción se personifica en forma de favorecimientos y sobornos al momento 

de asignarse contratos o puestos del sector público, y tiene una tendencia a 

presentase en funciones públicas que a posteriori generan una ganancia o beneficio 

de manera directa o indirecta al sujeto del acto corruptivo. 

Dentro de la variable delitos de colusión, se han establecido dimensiones, 

siendo la primera el comportamiento del acto corruptivo, la segunda los sujetos del 

acto corruptivo, como tercera dimensión está el perjuicio del acto corruptivo, la 
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cuarta tuvo lugar para la modalidad el acto corruptivo, y por último la dimensión 

sanción del acto corruptivo; las cuales se describen a continuación: 

La primera dimensión establecida, trata sobre el Comportamiento de los 

actos de colusión, en donde un funcionario público acuerda tacon un particular, d iente 

manera directa o indirecta, acerca de una contratación de servicios o bienes a la 

administración pública, o cualquier operación que se realice haciendo uso y facultad 

del desempeño de su cargo, bajo fines de defraudar al Estado (Código Penal 

Peruano, actualizado al 2023, Art. 384). Además, el presente tipo legal prescribe 

que puede realizarse dentro de diferentes etapas del proceso contractual con el 

Estado; por ende, se comprende que el delito se desarrolla en un contexto de 

naturaleza contractual (Chanjan et al., 2022).  

En tal sentido, Pariona sostiene que cuando la norma penal habla sobre la 

contratación estatal, pone en manifiesto a todos los actos jurídicos que involucran 

la cooperación de los administrados con la administración pública, en relación a 

servicios públicos, suministros, obras, licitaciones, entre otros; por lo que, deben 

ser considerados todos los regímenes de la contratación con el estado, los cuales 

son tres: Ley de Contrataciones del estado (Ley N°3 0 2 2 5) Asociaciones Público-

Privadas (D.L. 1124) y Obras por impuestos (Ley N°2 9 2 3 0); ‘entendiéndose en 

dicho modo que el delito de colusión puede cometerse en cualquier régimen 

mencionado (2017, p. 65). 

Sun et al. (2020), afirma que la colusión entre los funcionarios de los 

gobiernos locales y las empresas, está generalizada en todos los países; señala 

además que cuando el gobierno central no desarrolla una efectiva supervisión a los 

gobiernos locales, éstos se ven motivados a confabular con las empresas a fin de 

lograr utilidades. Por su parte, Ballesteros (2019) precisa que los sujetos coludidos 

intervienen también en la asignación de los recursos de producción y ejercen una 

supervisión incluso más tolerante dentro de las instituciones. 

La colusión tiene lugar cuando las organizaciones o personas externas a las 

entidades del Estado, conspiran entre ellas para manejar los precios, disminuir o 

aumentar la producción, la calidad de bienes y servicios, y todas aquellas 
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actividades que intervienen a un proceso de licitación con el Estado (Taş et al., 

2019). 

Al respecto, Haraguchi y Matsumara (2018), indican que la colusión es una 

de las prácticas que generan más daño, de manera jurídica y económica, para la 

libre competencia de mercado, impactando negativamente en el bienestar de la 

sociedad y creando barreras que aumenten el poder de mercado a empresas que 

hacen mala práctica de los acuerdos contractuales. 

Earl, A., & Michailova (2021), coinciden en que celebrar, ejecutar u organizar 

un acuerdo donde se intervenga sobre la fijación de precios de ventas, compras de 

bienes y o servicios, la producción, obra, mantenimiento, entre otros; inciden en un 

acto de colusión, el cual repercute en un delito. 

La legislación peruana, mediante el De0c’reto Leg ’islat0ivo N° 1 ’034 ‘q0ue 

apr’ue0ba la Le0y d0’e Represión de Co0n’ductas A0ntico’mpetiti0vas, buscando la 

promoción de la libre competitividad regulando y sancionando la actitud abusadora 

de la pos0ició’n d0e do0mi’nio, así como las prácticas colusorias horizontales y 

ve+rtic*ales; va de la mano con el Art. 14 sobre la protección y promoción de la 

competencia estipulado e *n el m0ar0co de la Ley de Contrataciones del Estado. 

Por lo tanto, indica que las prácticas colusorias horizontales se presentan a 

manera de convenios concertados ejecutados por agentes económicos que son 

competencia entre ellos, a fin de falsificar, restringir o impedir la libre competencia 

estableciendo precios o condiciones en el bien o servicio, teniendo el control 

productivo o de ventas, el reparto de zonas geográficas o cartera de clientes, 

coordinación de la celebración de contratos con prestaciones adicionales que no 

guardan relación con el objeto o naturaleza de éstos, obstaculizar el ingreso o 

duración de los competidores en el mercado, concertar propuestas o posturas en 

concursos, subastas o remates, u otras prácticas donde pretendan obtener 

beneficios (Decreto Legislativo N°1 0 3 4, Decreto Legislativo que aprueba la Ley 

de Represión de Conductas Anticompetitivas, 20 ’0¿8, Art. 11). 

Asimismo, señala que las prácticas colusorias verticales están referidas a 

aquellas concertaciones entre sujetos económicos que ejercen en diferentes etapas 

de la cadena productiva, comercializadora o distribuidora, para imposibilitar la libre 
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competencia; además este tipo de práctica requiere que por lo menos una de las 

partes intervinientes cuenta con el dominio del mercado, previamente a la ejecución 

de los actos. (Dec*r¿eto Leg¿islati¿vo N¿° 1 0  3 4,  Dec¿reto Legis¿lativo q¿ue ap¿rueba l¿a 

Le’y d¿e R’epres¿ión d’e Cond¿uct¿as Anti’com¿petitivas, 20 ’0¿8, Art. 12). 

Adicionalmente, en relación a los procesos contractuales con el Estado, la 

Ley N°30225, en su artículo 14 establece la protección y promoción de la 

competencia, donde, si la Entidad o el OSCE llega a comprobar que existen 

conductas anticompetitivas en un proceso, bajo los términos del Decreto Legislativo 

1 0 3 4 que aprueba la Ley de Represión de conductas anticompetitivas, se debe 

remitir toda la información que corresponda a la C ’omisión d’e Def¿ensa d¿e la Li¿bre 

Competen ’cia del INDECOPI (In ’stit¿uto Na¿cio¿nal de Defe¿nsa de la Com ¿pete ’ncia y 

de¿ l’a Prot¿ecc’ión d¿e l¿a Propi¿edad Int¿electu’al), a fin de iniciar el procedimiento 

administrativo sancionador contra los presuntos responsables; de la misma forma, 

cuando el Organ ’ismo S ’upervisor d¿e las Contrat ’acion¿es del Es¿tado se percate de 

la afectación de la competencia por parte un requisito establecido en la 

documentación del procedimiento de selección, ordenará a la Entidad que presente 

sustento o en su defecto que lo elimine; y de ser el caso, que el OSCE observe la 

existencia de indicios de colusión bajo los términos del artículo 384 del Cód. Penal, 

remitirá toda la información al Ministerio Público para los fines pertinentes ((Ley 

N°3’0225, L ’ey de Contra¿tacio’nes d ’el Est¿ado, 20 ’14, Artículo 14)). 

Lasteros (2017) señala que analizar la manera de cómo acreditar la 

concertación entre los sujetos activos en la comisión de un ilícito penal en agravio 

del Estado, resulta un poco dificultoso por lo que se requiere de planteamientos 

doctrinales y jurisprudenciales para poder determinar las imputaciones de este acto 

delictivo. 

Mientras tanto Flores (2018), indica que el acuerdo colusorio es una 

conducta difícil de poder demostrar dentro de un proceso penal; sin embargo, 

considera que se debe tomar en cuenta que este tipo de delito responde a una 

infracción por parte del funcionario público incurrido en el delito; en tal sentido, 

Aguilar (2020) señala que estos actos generan una sanción administrativa en 

cuanto al cumplimiento reglamentario de sus funciones. 
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Para Chen et al., (2020), la clave para combatir el delito de colusión y las 

prácticas anti competitivas, es repotenciar las entidades fiscalizadoras y proponer 

normativas que eleven los estándares de la competencia libre y de cero 

anticorrupción en el país; por su parte Sanclemente (2020), precisa en su artículo 

que se debe implementar la supervisión y control a todos los sujetos intervinientes 

de las actividades contractuales. 

Wyatt et al., (2018), enuncia algunas estrategias para luchar contra el delito 

de colusión dentro de las organizaciones, como por ejemplo el implantar un acuerdo 

o compromiso de alta dirección sobre el evitar no actuar bajo esta figura jurídica,

así también propone establecer los procedimientos contractuales de manera clara 

y objetiva, aunado a un programa preventivo, analítico y detector de riesgos en la 

empresa acerca de los actos corruptivos que se puedan presentar; Por esta razón, 

Chumachenko et al., (2021), indica que medir y controlar estos indicadores dentro 

de las instituciones resulta muy importante ya que se evitan los conflictos de interés 

y hay un mejor procesamiento de las fases contractuales; por último sugiere la 

creación de un canal de denuncias de todo tipo de actos corruptivos que se 

presenten o adviertan presentar. 

Mientras que Saragih y Medaline (2018), señalan que es propicio 

implementar algunas formas para evitar la corrupción en las entidades, una de ellas 

es mantener políticas anticorrupción y anti soborno actualizadas, prestar atención 

a los indicios de este delito, efectuar las diligencias necesarias con los terceros que 

están entrando a un proceso de contratación o licitación, promover controles 

adicionales para los servidores públicos, implementar una gestión anticortrupcción 

acorde a las necesidades de cada realidad nacional, y fortalecer la normativa 

vigente acerca de las sanciones por la comisión del delito y también recompensar 

por la denuncia oportuna del mismo. 

La segunda dimensión establecida se trata sobre los Sujetos del acto 

corruptivo, que vienen a ser aquellos que intervienen en la presente figura penal, 

de acuerdo a Chanjan et al. (2022), son, por un lado, el funcionario público o 

servidor y, por otro lado, el Estado; bajo esta figura se puede distinguir entre el 

sujeto activo y pasivo interviniente en el hecho delictivo. De aquí que, el sujeto 

activo, comprendido por el funcionario público, quien, haciendo uso de la facultad 
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de su cargo, asumen el rol específico de participar en la celebración de contratos, 

suministros, licitaciones u otros actos en los cuales comete dicho delito. Mientras 

que, la figura de sujeto pasivo la asume el Estado, el cual está representado por el 

aparato estatal en general bajo todos sus niveles (Santamaría, 2016). 

Como tercera dimensión se identificó al Perjuicio del acto corruptivo, que, al 

ser el delito de colusión un agravio en la forma de contratación pública con fines de 

generar una defraudación al Estado (El Derecho L.P., 2023), el perjuicio que 

ocasiona es directamente contra el patrimonio y los intereses del mismo, el cual 

puede delimitarse como el bien jurídico protegido. Sin embargo, Martínez (2016) 

opina sobre la presentación de una alta dificultad cuando se debe determinar el 

bien jurídico en el delito de corrupción, generando que varios autores eviten 

determinar el bien jurídico penalmente protegido o prefieren aceptar de forma 

indiferente posiciones que distan de lograr un auténtico bien jurídico (p. 82). En 

tanto, Chanjan et al. (2022), menciona que el bien jurídico protegido por la colusión 

desleal, viene tan ser pila imparcialidad en la contratación pública; mientras que, para 

la colusión con posterior defraudación patrimonial, es la preservación del patrimonio 

del Estado. 

Para Sotomayor (2020), el bien jurídico protegido en este delito viene a ser 

el patrimonio del estado y el desarrollo de la administración pública la cual se ve 

afectada por el comportamiento corruptivo de los funcionarios. 

Por el contrario, Cotaquispe (2018), habla acerca de la imparcialidad que 

debe existir en la administración pública en el ejercicio de las funciones, para lo 

cual se debe exigir que la parte interviniente no tenga contacto o acercamiento con 

el servidor o funcionario público, a efectos de salvaguardar la objetividad de los 

procesos. 

Para la cuarta dimensión establecida respecto a las modalidades del acto 

corruptivo, el delito tipificado presenta bajo dos tipos, la simple y la agravada. La 

primera se llega a consumar cuando se da paso a la concertación a fin de generar 

un fraude al Estado, sin necesidad de que éste sufra algún perjuicio o sin necesidad 

de haberse ejecutado lo concertado (Villavicencio et al., 2018). En cambio, en la 

agravada resulta necesario que exista la defraudación patrimonial, entendiéndose 
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este término como la mala administración y disposición de los recursos y caudales 

del funcionario público o servidor en búsqueda de satisfacer sus intereses 

personales, lo cual causa un perjuicio efectivo al patrimonio en contra del Estado. 

(Salinas, 2019).  

Según Orbegoso (2023), la modalidad simple está presente cuando 

funcionario público tranza con particulares o está coludido para generar 

defraudación al Estado, pero sin causar perjuicio o daño económico al mismo; 

mientras que la modalidad agravada se da cuando el servidor público coludido con 

particulares, genera un perjuicio económico al Estado, poniendo en riesgo los 

intereses del mismo. 

Por su parte, Chávez (2020), señala que el término que rige en la 

configuración simple viene a ser la concertación , pero en la agravada es la 

defraudación patrimonial como paso previo a la concertación. Mientras que Puchuri 

(2018), cuando habla de colusión simple, éste afirma que se da cuando el accionar 

se consuma con la concertación o el acuerdo entre las partes intervinientes en 

cualquier momento del proceso de contratación pública, con intención de generar 

desfalco o daño patrimonial a una Entidad del Estado. Y en cuanto a la colusión 

agravada, para Gonzáles y Castillo (2019), refieren que se presenta el perjuicio 

económico a una entidad de la Administración Pública; empero, este debe ser 

puesta de manifiesto a través de una pericia o informe que muestra el otorgamiento 

fraudulento del postor o ganador de la contratación, generando una defraudación 

de patrimonio en agravio del Estado.  

Asimismo, Bendezú (2020) señala que en la colusión desleal, se concreta de 

manera maliciosa lo acordado entre las partes, logrando una defraudación a la 

entidad y causándole un menoscabo económico. Dentro de los elementos 

configurativos de esta figura penal está el pacto colusorio, la defraudación generada 

al Estado en las diferentes formas contractuales. Por ende, vendría a ser un tipo 

penal especial propio y d ren resultado material, porque sólo puede ser realizarlo 

específicamente por una persona cualificada, entendiéndose como tal por un 

funcionario o servidor público, quien además está relacionado funcionalmente con 

el proceso de contratación estatal; por lo que, lo determina como un delito de 
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resultado material, debido a resulta insuficiente el acuerdo pactado, sino que es 

preciso que se materialice el fraude a los intereses patrimoniales del Estado. 

Y, en cuanto a quinta dimensión que abarca la sanción del acto corruptivo, 

Reátegui (2021), afirma que este delito sanciona por dos fundamentos, siendo uno 

de ellos, que el funcionario de hacer uso de los acuerdos contractuales que se 

relacionan con el Estado con la intención de defraudarlo; y el otro, mediante 

acuerdos que, otorgados por la ley, perjudicando dolosamente los intereses del 

Estado. Precisa que tanto el acuerdo contractual y el perjuicio económico se tiene 

que dar dentro del marco estatal, afirmando que estos dos requisitos son o resultan 

ser una exigencia del tipo objetivo de la colusión desleal.  El a0rtícul’o 3¿84° del 

Código Penal Peruano, hace mención de que, quien incurra en este delito, tendrá 

una sanción con pena privativa de libertad entre tres a seis años, una inhabilitación 

de cinco a veinte años de acuerdo a las referencias de los incisos 1, 2 y 8 del 

artículo 36° de la ley; y, con ciento ochenta a trescientos setenta y cinco días-multa, 

siendo que incida en cualquiera de los siguientes modos: el sujeto sea parte de una 

organización criminal, bajo la modalidad de persona vinculada o actué por encargo 

de ella; el hecho ilícito sea realizado respecto de obras sociales o con fines 

asistenciales, de desarrollo, apoyo o inclusión social, o cuando el monto de lo 

irrogado; dinero, vienen, ganancias sea mayores a las 10 UIT; y, el sujeto se 

beneficie de una situación de cantidad o emergencia sanitaria, o comprometa la 

defensa, seguridad o soberanía nacional (El Derecho L.P., 2023). 
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III. ME TO DO LO GÍ A

3.1. Tipo de investigación y diseño de investigación 

Tipo de investigación 

Fue aplicada, porque estuvo dirigida a presentar los aportes teóricos 

necesarios para la base del estudio, así como recolectar información y procesarla 

para obtener resultados que sirvieron para determinar el comportamiento de las 

variables Cláusulas anticorrupción y Delito de colusión, contribuyendo a generar 

nuevo conocimiento y contrastar las teorías ya existentes sobre la materia (Medina 

et al., 2023). A su vez, se desarrolló en base al enfoque cuantitativo para obtener 

datos que permitan la medición de las variables (Arias y Covinos, 2021). 

Diseño de investigación 

El diseño utilizado se presentó como cuasi experimental, a razón de 

tener como objetivo poner a prueba una hipótesis causal realizando la manipulación 

de una variable independiente en un grupo ya establecido dentro del procedimiento 

de investigación (Barrios, 2020). Asimismo, fue de diseño transversal, debido a que 

los fenómenos fueron observados y se recopiló información en un momento 

determinado (Quispe, 2020); y de tipo correlacional, en donde se analizó la relación 

entre la variable Cláusulas anticorrupción y Delito de colusión (Hernández et al., 

2016). 

Para esta investigación, se usó del esquema siguiente: 

Dónde: 

M = 30 funcionarios y servidores públicos. 

O1 = Cláusulas Anticorrupción 

O2 = Delito de colusión  

 

Oñ1 

M
ñ

Oñ2 

Figura. Esquema de investigación

Figura 1. Diseño de Investigación 
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3.2. Variables y operacionalización 

Variable 1: Cláusulas Anticorrupción. 

• Definición conceptual: 

Son cláusulas en los contratos cuyo fin es brindar a las partes una 

disposición contractual que pueda garantizar la etapa precontractual, contractual o 

pos contractual, evitando pactos de corrupción (Moron, 2018). 

• Definición operacional: 

La variable cláusulas anticorrupción se midió utilizando una encuesta dirigida 

a los servidores y funcionarios públicos de la Fiscalía Anticorrupción del Santa, 

recogiendo información sobre los indicadores de las dimensiones declaración, 

garantía, obligación y compromiso del contratista. 

• Dimensiones e indicadores: 

- Primera Dimensión: Declaración del contratista. 

Indicadores: 

∙ Declaración proba de no cometer actos de corrupción. 

 

- Segunda Dimensión: Garantía del contratista. 

Indicadores: 

∙ Garantía de que el contratista no incurra en actos de corrupción. 

 

- Tercera Dimensión: La obligación del contratista. 

Indicadores: 

∙ Compromiso de tener una conducta de nivel cero corrupción. 

∙ Compromiso de avisar a las autoridades competentes sobre 

cualquier situación ilícita que hayan observado. 

 

- Cuarta Dimensión: El compromiso del contratista. 

Indicadores: 

∙ Obligación a actuar bajo los principios morales, no incurriendo 

en acciones ilícitas o de corrupción. 
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• Escala de medición: Ordinal, a través de la Escala de Likert, teniendo en

consideración los valores: (1) NUNCA, (2) CASI NUNCA, (3) ALGUNAS

VECES, (4) CASI SIEMPRE, (5) SIEMPRE.

Variable 2: Delito de colusión. 

• Definición conceptual:

Es aquel delito en donde un funcionario o servidor público acuerda con un 

particular, directa o indirectamente, concertar un acto corruptivo acerca de una 

contratación, licitación o adquisición de servicios o bienes a la administración 

pública, o cualquier operación que se realice haciendo uso y facultad del 

desempeño de su cargo, con fines de defraudar al Estado ya sea en su forma 

simple, que es la concertación, o en la forma agravada que viene a ser la 

defraudación patrimonial previa a la concertación (Salinas, 2019). 

• Definición operacional:

Se realizó la aplicación de una encuesta dirigida a los servidores y 

funcionarios públicos de la Fiscalía Anticorrupción del Santa, para obtener 

información sobre la variable delito de colusión, por medio de indicadores de las 

dimensiones comportamiento corruptivo, sujetos del acto corruptivo, perjuicio, 

modalidad y sanción. 

• Dimensiones e indicadores:

- Primera Dimensión: Comportamiento corruptivo.

Indicadores:

∙ El funcionario público acuerda con un particular, acerca de

concretar algún acto con fines de defraudar al Estado.

- Segunda Dimensión: Sujetos del acto corruptivo.

Indicadores:

∙ Sujeto Activo.

∙ Sujeto Pasivo.

- Tercera Dimensión: Perjuicio del acto corruptivo.

Indicadores:

∙ Imparcialidad en la contratación pública.
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∙ Preservación de los intereses patrimoniales del Estado. 

 

- Cuarta Dimensión: Modalidad del acto corruptivo. 

Indicadores: 

∙ Colusión simple. 

∙ Colusión agravada. 

 

- Quinta Dimensión: Sanción del acto corruptivo. 

Indicadores: 

∙ Pena privativa de la libertad. 

∙ Pena de Inhabilitación. 

∙ Pena de multa. 

 

• Escala de medición: Ordinal, a través de la Escala de Likert, teniendo en 

cuenta los valores: (1) NUNCA, (2) CASI NUNCA, (3) ALGUNAS VECES, 

(4) CASI SIEMPRE, (5) SIEMPRE. 

 

3.3. Población, muestra y muestreo 

Población 

La conformaron 50 funcionarios y servidores públicos de la Fiscalía 

Anticorrupción del Santa, del primer, segundo y tercer despacho de investigación. 

Se consideraron criterios de inclusión: funcionarios y servidores públicos 

del primer, segundo y tercer despacho de investigación, que hayan ingresado a 

laborar hasta el 31 de diciembre de 2022; mientras que los criterios de exclusión 

fueron los funcionarios y servidores públicos del primer, segundo y tercer despacho 

de investigación, que hayan ingresado a laborar desde el 01 de enero de 2023. 

Muestra: 

En el presente estudio se utilizó sólo 30 funcionarios y servidores 

públicos de la Fiscalía Anticorrupción del Santa, del primer, segundo y tercer 

despacho de investigación. 
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Muestreo: 

El muestreo fue no probabilístico, a conveniencia, a razón de que el 

investigador otorgó las condiciones para la selección de la unidad de análisis, que 

lo conformaron 30 funcionarios y servidores públicos de la Fiscalía Anticorrupción 

del Santa. 

Unidad de Análisis: 

Lo conformó la muestra de estudio. 

3.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

La técnica utilizada fue la encuesta aunado a ello el instrumento que se 

aplicó el cuestionario (Arias, 2020), el cual estuvo compuesto por 17 ítems, que 

midieron la variable Cláusulas anticorrupción, bajo sus dimensiones declaración, 

garantía, obligación y compromiso del contratista; y el Delito de colusión, con sus 

dimensiones comportamiento corruptivo, sujetos, perjuicio, modalidad y sanción del 

acto corruptivo, bajo la escala de medición ordinal - Escala de Likert. 

3.5. Procedimientos: 

El proceso de investigación tuvo como primer momento la elección del lugar 

en donde se realizó el estudio, la Fiscalía Anticorrupción del Santa; como siguiente 

etapa fue necesario que se realicen las gestiones correspondientes ante los 

participantes de la investigación, con quienes se coordinó la práctica del 

instrumento, realizándose una programación en donde se estableció la fecha 

oportuna de aplicación del mismo; acto seguido, luego de obtener el permiso de las 

autoridades de la institución, se dio paso a la aplicación del cuestionario 

diseñándose a través de la herramienta virtual Google Forms, y cerrada la etapa de 

recolección de datos, se procedió a realizar la cuantificación de los datos para 

analizarlos e interpretar los resultados obtenidos, de modo tal que nos permitió la 

verificación y contrastación de las hipótesis de investigación. Por último, teniendo 

los resultados analizados e interpretados, se procedió a la elaboración del informe 

de investigación correspondiente. 
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3.6. Métodos de análisis de datos 

Los datos fueron procesados por medio del programa estadístico SPSS 

V.25.0, y se representaron usando tablas de frecuencia y porcentajes, así como

gráficos, con la finalidad de analizar los datos obtenidos del cuestionario aplicado 

a los participantes de la muestra de estudio y contrastarlos con las hipótesis de 

investigación (Solano, 2022), de modo tal que se lograron los objetivos y se llegaron 

a las conclusiones finales del estudio. 

3.7. Aspectos éticos 

En la ejecución de la investigación se consideró brindar el consentimiento 

informado a los funcionarios y servidores públicos de la Fiscalía Anticorrupción del 

Santa que participaron en la muestra de estudio, asimismo se tuvo en cuenta el 

respeto a la privacidad de los datos, la confiabilidad de la información brindada por 

la institución y la anonimidad de la información sobre las identidades de los sujetos 

participantes del estudio. De la misma forma, se cumplieron los lineamientos que la 

Universidad César Vallejo dispuso para el desarrollo del estudio, como la Guía de 

elaboración de trabajos conducentes a grados y títulos establecida mediante 

Resolución de Vicerrectorado de Investigación N°062-2023-VI-UCV. 
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IV. RESULTADOS

Objetivo General: Determinar la relación entre las cláusulas anticorrupción 

en el delito de colusión en el Distrito Judicial de Santa – 2022. 

Tabla 1. 

Distribución de frecuencias y porcentajes de la variable Cláusulas 

anticorrupción y sus dimensiones, en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Dimensiones 
V1.Cláusulas 

anticorrupción 

D1.Decla-

ración del 

contratista 

D2.Garantía 

del contratista 

D3.Compro-

miso del 

contratista 

D4.Obliga-

ción del 

contratista 

Nivel fi % fi % fi % fi % fi % 

Válido BAJO 4 13,3 11 36,7 13 43,3 7 23,3 0 0,0 

REGULAR 21 70,0 19 63,3 15 50,0 17 56,7 8 26,7 

ALTO 5 16,7 0 0,0 2 6,7 6 20,0 22 73,3 

Total 30 100,0 30 100,0 30 100,0 30 100,0 30 100,0 

Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 

Gráfico 1. Distribución de frecuencias y porcentajes de la variable Cláusulas anticorrupción en el 
Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Interpretación: La tabla 1, representa el 70% de los encuestados consideró 

que las cláusulas anticorrupción se presentan en un nivel regular en el Distrito 

Judicial de Santa – 2022, un 16.7% señaló que el nivel presentado es bajo, mientras 

que sólo un 13.3% indicó que el nivel es alto; este resultado se basa en que los 
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encuestados señalaron que la frecuencia en que la declaratoria del contratista se 

presenta de manera proba, honesta, veraz e íntegra, sobre no cometer actos de 

corrupción, es regular; por lo que, regularmente el contratista garantiza no incurrir 

en actos de corrupción durante las etapas del proceso contractual; por 

consiguiente, manifestaron que la frecuencia en que el contratista cumple el 

compromiso de tener una conducta de nivel cero corrupción y la de declarar sobre 

el conocimiento de algún ofrecimiento o acto ilegal durante la etapa contractual, es 

moderado; agregado a ello, determinaron que la frecuencia en la que el contratista 

cumple la obligación de actuar bajo los principios morales de integridad, probidad, 

honestidad, e integridad, no incurriendo en acciones ilícitas o de corrupción tiene 

un alto nivel de aceptación, más aún si existiera un ente regulador formado para 

verificar o regular la aplicación de las cláusulas anticorrupción. 
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Tabla 2. 

Distribución de frecuencias y porcentajes de la variable Delitos de 

colusión y sus dimensiones, en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 
 

Dimensiones 
V2.Delito 

de colusión 

D1.Compor

-tamiento 

de acto 

corruptivo 

D2.Sujetos 

del acto 

corruptivo 

D3.Perjui-

cio del acto 

corruptivo 

D4.Moda-

lidad del 

acto 

corruptivo 

D5.Sanción 

del acto 

corruptivo 

Nivel fi % fi % fi % fi % fi % fi % 

Válido BAJO 0 0,0 1 3,3 0 0,0 10 33,3 0 0,0 0 0,0 

REGULAR 10 33,3 16 53,3 9 30,0 20 66,7 5 16,7 22 26,7 

ALTO 20 66,7 13 43,3 21 70,0 0 0,0 25 83.3 8 73,3 

Total 30 100,0 30 100,0 30 100,0 30 100,0 30 100,0 30 100,0 
Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 

 

 

Gráfico 2. Distribución de frecuencias y porcentajes de la variable Delitos de colusión en el Distrito 
Judicial de Santa - 2022. 

 

Interpretación: En la tabla 2 se puede visualizar que el 66,7% de las 

personas encuestadas indica que el Delito de colusión se presenta en un nivel alto 

en el Distrito Judicial de Santa – 2022, y sólo un 33.3% indica que el nivel es regular; 

estos índices se obtuvieron a razón de que los servidores y funcionarios públicos 

precisaron que el comportamiento del acto corruptivo se presentó en un nivel de 

frecuencia regular, toda vez que se determinó que las cláusulas anticorrupción 

algunas veces se relacionan con la prevención del delito mencionado, ya que no es 

posible conocer si los contratistas al momento de presentarse a un proceso de 
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contratación con el Estado, presentan algún incentivo o beneficio para resultar 

ganadores; así mismo, el sujeto del acto corruptivo se muestra en un nivel alto, ya 

que los encuestados señalaron que casi siempre la parte activa en la comisión del 

delito de colusión, presenta la voluntad de cometer actos ilícitos, pese a que 

previamente se comprometió a no incurrir en dichos hechos, además señalaron que 

si los sujetos recibieran una sanción administrativa por no cumplir con lo estipulado 

en las cláusulas anti corruptivas, casi siempre éstos tomarían mayor conciencia 

sobre la pena evitando cometer el delito; por otro lado el perjuicio se presentó en 

un nivel regular al haber denotado en la encuesta que sólo algunas veces se ha 

podido ver imparcialidad en la contratación la cual permita resguardar el patrimonio 

core intereses del sector público; en cuanto a la modalidad del acto corruptivo se 

mostró en un nivel alto, ya que casi siempre recepcionan casos en su despacho por 

ambas tipificaciones del delito (simple y agravado); por último, en relación a la 

sanción del acto corruptivo, se presentó en un nivel alto, porque los encuestados 

manifestaron que algunas veces son frecuentes las sanciones hacia estos casos 

ya sea bajo pena privativa de la libertad, pena de inhabilitación o pena de multa, de 

la misma forma se halló que, en caso se designara a la OSCE como entidad 

encargada de registrar e investigar la omisión de las cláusulas anticorrupción a nivel 

administrativo, ésta debe realizar casi siempre un control de cumplimiento de dichas 

cláusulas en las instituciones del Estado. 
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Tabla 3. 

Correlación de las variables cláusulas anticorrupción y delito de colusión en 

el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Correlaciones 

Cláusulas 

anticorrupción 

Delito de 

colusión 

Rho de 

Spearman 

Cláusulas 

anticorrupción 

Coeficiente de 

correlación 

1,000 ,430* 

Sig. (bilateral) . ,018 

N 30 30 

Delito de 

colusión 

Coeficiente de 

correlación 

,430* 1,000 

Sig. (bilateral) ,018 . 

N 30 30 
*. La correlación es significativa en el nivel 0,05 (bilateral).– SPSS V.25 

Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023.

Interpretación: De la tabla 3 se mostró un nivel de correlación de Rho de 

Spearman de 0,430, lo cual simbolizó una correlación positiva moderada, con un 

grado de significancia bilateral (0,018), menor al valor de p requerido para validar 

una correlación (0.05); por lo que se rechazó la H0; y se aceptó la Hi., afirmándose 

que las cláusulas anticorrupción se relacionan en un nivel regular en el delito de 

colusión en el Distrito Judicial del Santa – 2022; es decir, que las premisas 

contenidas dentro de las cláusulas anticorrupción, guardan relación a nivel regular 

sobre las dimensiones que presenta el delito de colusión; pudiendo apreciarse que 

se relaciona de modo regular con el comportamiento del acto corruptivo y el 

perjuicio causado por los actos corruptivos; sin embargo, muestra una relación 

positiva muy baja para con el sujeto inmerso en el hecho ilícito, la modalidad del 

acto, y la sanción impuesta a los sujetos que incurran en este delito, determinando 

conforme al nivel de significancia obtenidos, que para estas tres últimas 

dimensiones señaladas, no se presenta una relación; a razón de ello se logró 

determinar que la declaración y garantía del contratista que manifiesta no haber 

negociado algún acto para su beneficio ilegal en relación al contrato, regularmente 

no asegura que el comportamiento corruptivo se haya presentado antes de la 

participación del postor en dicho proceso, o determine que el sujeto tenga la 
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voluntad de incurrir en el delito tipificado; sin embargo éstas cláusulas buscan que 

el proceso se desarrolle bajo el principio de imparcialidad, evitando ocasionar 

perjuicio al Estado, por lo que al generar un compromiso y delimitar las obligaciones 

de los postores, se debe forjar la prevención de colusión en cualquiera de sus 

modalidades, así como un control incisivo del cumplimiento de las cláusulas 

contractuales en las instituciones a efectos de imponer sanciones a aquellos que 

hacen mala práctica de los acuerdos a beneficio de sus propios intereses. 
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Objetivo específico 1: Identificar la relación entre las cláusulas anticorrupción y el 

comportamiento corruptivo. 

Tabla 4. 

Distribución de frecuencias y porcentajes de las Cláusulas anticorrupción 

frente al comportamiento corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 

2022. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido BAJO 4 13,3 13,3 13,3 

REGULAR 21 70,0 70,0 83,3 

ALTO 5 16,7 16,7 100,0 

Total 30 100,0 100,0  

Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 

 

 

Gráfico 3. Distribución de frecuencias y porcentajes de las Cláusulas anticorrupción en el 
Distrito Judicial de Santa - 2022. 

 

Interpretación: La tabla 4 muestra que el 70% de los encuestados consideró 

que las cláusulas anticorrupción se presentan en un nivel regular en el Distrito 

Judicial de Santa – 2022, un 16.7% señaló que el nivel presentado es alto, mientras 

que sólo un 13.3% indicó que el nivel es bajo; este resultado se basa en que los 

funcionarios y servidores públicos señalaron que la frecuencia en que la 

declaratoria del contratista se presenta de manera proba, honesta, veraz e íntegra, 

sobre no cometer actos de corrupción, es regular; así mismo, consideraron que 

regularmente el contratista garantiza no incurrir en actos de corrupción durante las 
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etapas del proceso contractual; por otro lado, manifestaron que la frecuencia en 

que el contratista cumple el compromiso de tener una conducta de nivel cero 

corrupción y la de declarar sobre el conocimiento de algún ofrecimiento o acto ilegal 

durante la etapa contractual, es regular; además la frecuencia en la que cumple la 

obligación de actuar bajo los principios morales de integridad, probidad, honestidad, 

e integridad, no incurriendo en acciones ilícitas o de corrupción es alto, más aún si 

existiera un ente regulador formado para verificar o regular la aplicación de las 

cláusulas anticorrupción, del cual consideraron que debe realizar un control casi 

siempre en las instituciones. 
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Tabla 5. 

Distribución de frecuencias y porcentajes del comportamiento del acto 

corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido BAJO 1 3,3 3,3 3,3 

REGULAR 16 53,3 53,3 56,7 

ALTO 13 43,3 43,3 100,0 

Total 30 100,0 100,0  

Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 

 

 

Gráfico 4. Distribución de frecuencias y porcentajes del Comportamiento del acto corruptivo 
en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

 

Interpretación: En la tabla se mostró que el 53.3% de los encuestados 

consideró que el comportamiento del acto corruptivo se presentó en un nivel 

regular, un 43.3% señaló que esta dimensión se encuentra en un nivel alto; y sólo 

un 3.3% coincidió en que el nivel es bajo; toda vez que los servidores públicos 

señalaron que algunas veces las cláusulas anticorrupción inciden en la prevención 

del delito de colusión, sin embargo hay ocasiones en las que los contratistas no 

presentan ninguna relación de beneficio en aras de resultar ganadores del proceso 

al cual se están presentando, dándose cumplimiento a las cláusulas del contrato 

sobre anticorrupción. 
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Tabla 6. 

Correlación de las cláusulas anticorrupción y el comportamiento del acto 

corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Correlaciones 

Cláusulas 

anticorrupción 

Comportamiento 

del acto 

corruptivo 

Rho de 

Spearm

an 

Cláusulas 

anticorrupción 

Coeficiente 

de 

correlación 

1,000 ,366* 

Sig. 

(bilateral) 

. ,047 

N 30 30 

Comportamiento 

del acto corruptivo 

Coeficiente 

de 

correlación 

,366* 1,000 

Sig. 

(bilateral) 

,047 . 

N 30 30 
*. La correlación es significativa en el nivel 0,05 (bilateral). – SPSS V.25 

Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023.

Interpretación: La tabla 6, el Rho Spearman obtenido fue de 0,366, siendo 

ésta una correlación positiva baja, con un grado de significancia bilateral (0,047), 

menor al valor de p (0,05); por esta razón se rechaza la HE10, y se acepta la HE1i; 

siendo que las cláusulas anticorrupción tienen una relación de bajo nivel en el 

comportamiento corruptivo en el Distrito Judicial del Santa – 2022; es decir que los 

acuerdos contractuales funcionan a manera de prevención de los actos de 

corrupción, sin embargo regularmente no constituyen un filtro certero en su totalidad 

a fin de controlar, evaluar y diagnosticar aquellas situaciones en las que los 

funcionarios o servidores públicos estén coludidos con los postores en los retprocesos 

de selección en busca de sus propios intereses. 
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Objetivo específico 2: Identificar la relación entre las cláusulas anticorrupción y  

los sujetos del acto corruptivo. 

Tabla 7. 

Distribución de frecuencias y porcentajes de las Cláusulas anticorrupción 

frente a los sujetos del acto corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 

2022. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido BAJO 4 13,3 13,3 13,3 

REGULAR 21 70,0 70,0 83,3 

ALTO 5 16,7 16,7 100,0 

Total 30 100,0 100,0  

Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 

 

 

 

Gráfico 5. Distribución de frecuencias y porcentajes de las Cláusulas anticorrupción frente a 
los sujetos del acto corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 
 
 

Interpretación: La tabla 7, señaló que el 70% de los encuestados indicaron 

que las cláusulas anticorrupción se encuentran en un nivel regular, el 16.7% 

mencionaron que el nivel es alto, y sólo un 13.3% indicó que el nivel es bajo; por lo 

que los servidores y funcionarios públicos, indicaron que casi siempre las premisas 

anti corruptivas no aseguran que el sujeto activo del delito presente la voluntad de 

incurrir en el acto ilícito, a pesar de haber contraído una obligación previa en las 
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cláusulas; sin embargo, determinaron que casi siempre evitaría la comisión del 

ilícito penal si existiera una sanción administrativa con aquellos infractores de las 

premisas anticorruptivas. 
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Tabla 8. 

Distribución de frecuencias y porcentajes de los sujetos del acto 

corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido BAJO 0,0 0,0 0,0 0,0 

REGULAR 9 30,0 30,0 30,0 

ALTO 21 70,0 70,0 70,0 

Total 30 100,0 100,0 
Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 

Gráfico 6. Distribución de frecuencias y porcentajes de los Sujetos del acto corruptivo en el 
Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Interpretación: De la tabla 8 se visualizó que, el 70% de los encuestados 

señalaron que el sujeto del acto corruptivo se presenta en un nivel alto en el Distrito 

Judicial de Santa – 2022; mientras que sólo un 30% lo configuran aquellos que 

consideran esta dimensión en un nivel regular; siendo que manifestaron que casi 

siempre es frecuente que el sujeto activo del delito tipificado tenga la voluntad de 

cometer actos ilegales, pese a que en un principio se realizó el compromiso y 

garantía del contratista en las cláusulas contractuales; además indicaron que si es 

que éstos sujetos que incumplen los acuerdos anti colusión fueran sancionados 

administrativamente, casi siempre tendrían mayor conciencia sobre la pena del 

delito, evitando cometerlo. 
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Tabla 9. 

Correlación de las cláusulas anticorrupción y los sujetos del acto corruptivo 

en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Correlaciones 

Cláusulas 

anticorrupción 

Sujeto del acto 

corruptivo 

Rho de 

Spearm

an 

Cláusulas 

anticorrupción 

Coeficiente 

de 

correlación 

1,000 ,177 

Sig. 

(bilateral) 

. ,349 

N 30 30 

Sujeto del acto 

corruptivo 

Coeficiente 

de 

correlación 

,177** 1,000 

Sig. 

(bilateral) 

,349 . 

N 30 30 

Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023.

Interpretación: La tabla 9, mostró que se obtuvo un Rho Spearman de 

0,177, siendo ésta una correlación positiva muy baja, con un grado de significancia 

bilateral (0,349), mayor al valor de p (0.05) requerido para validar una correlación; 

razón por la cual se rechaza la HE2i, y se procede a aceptar la HE20, determinando 

que las cláusulas anticorrupción no tienen relación con los sujetos del acto 

corruptivo en el Distrito Judicial del Santa – 2022; lo cual significa que los acuerdos 

contractuales estipulados, no tienen implicancia en los sujetos activos que 

participan del acto de colusión, esto en base a que los encuestados mencionaron 

que casi siempre sucede que los sujetos presentan la voluntad de cometer los 

hechos ilícitos, aunque se hayan comprometido en las cláusulas a no ser parte de 

ellos; sin embargo, los encuestados señalaron que de darse una sanción 

administrativa para aquellos funcionarios que incurrieran es estos actos, se tomaría 

mayor conciencia sobre las penas estipuladas evitando que sean parte de la 

corrupción. 
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Objetivo específico 3: Determinar la relación entre las cláusulas anticorrupción y 

el perjuicio del acto corruptivo. 

Tabla 10. 

Distribución de frecuencias y porcentajes de las Cláusulas anticorrupción 

frente al perjuicio del acto corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido BAJO 4 13,3 13,3 13,3 

REGULAR 21 70,0 70,0 83,3 

ALTO 5 16,7 16,7 100,0 

Total 30 100,0 100,0 
Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 

Gráfico 7. Distribución de frecuencias y porcentajes de las Cláusulas anticorrupción frente al 
perjuicio del acto corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Interpretación: De la tabla 10 se puede decir que, el 70% de los 

encuestados señalaron que las cláusulas anticorrupción están en un nivel regular, 

el 16.7% en un nivel alto, mientras que sólo el 13.3% indicó que el nivel es bajo; lo 

que muestra que los encuestados mencionaron que algunas veces los retprocesos 

contractuales con el Estado se presentan con imparcialidad, lo cual ayuda a 

proteger los intereses del Estado ante cualquier perjuicio o daño que se concierte 

ocasionar. 
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Tabla 11. 

Distribución de frecuencias y porcentajes del perjuicio del acto corruptivo 

en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido BAJO 0,0 0,0 0,0 0,0 

REGULAR 10 33.3 33.3 33.3 

ALTO 20 66.7 66.7 66.7 

Total 30 100,0 100,0  

Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 

 

 

Gráfico 8. Distribución de frecuencias y porcentajes del Perjuicio del acto corruptivo en el 
Distrito Judicial de Santa - 2022. 

 

Interpretación: La tabla 11 representó que el 66.7% de los encuestados 

señalaron que el perjuicio del acto corruptivo se encuentra en un nivel alto dentro 

del Distrito Judicial de Santa – 2022; mientras que un 33.3% señaló que el nivel 

presentado es regular; esto sustentando en lo mencionado por los servidores 

quienes han denotado que algunas veces han podido presenciar imparcialidad en 

los procesos de celebración contractual bajo los casos de delito de colusión, 

principio que salvaguarda los intereses públicos del Estado ante un acto perjudicial 

que puedan realizar los sujetos intervinientes en el delito. 
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Tabla 12. 

Correlación de las cláusulas anticorrupción y el perjuicio del acto corruptivo 

en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Correlaciones 

 

Cláusulas 

anticorrupción 

Perjuicio del acto 

corruptivo 

Rho de 

Spearman 

Cláusulas 

anticorrupción 

Coeficiente 

de 

correlación 

1,000 ,430* 

Sig. 

(bilateral) 

. ,018 

N 30 30 

Perjuicio del 

acto corruptivo 

Coeficiente 

de 

correlación 

,430* 1,000 

Sig. 

(bilateral) 

,018 . 

N 30 30 
*. La correlación es significativa en el nivel 0,05 (bilateral). – SPSS V.25 

Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 
 

Interpretación: La tabla 12, arroja un coeficiente de correlación Rho 

Spearman de 0,430, siendo una correlación positiva moderada, con un nivel de 

significancia bilateral (0,018), menor al valor de p (0.05); por ello se determinó 

rechazar la H30, aceptándose la H3i: Las cláusulas anticorrupción se relacionan a 

nivel regular con el perjuicio del acto corruptivo; toda vez que la declaración y 

garantía del contratista, y los compromisos y obligaciones generados en la etapa 

contractual del proceso público, conllevan algunas veces a cumplir el principio de 

imparcialidad a fin de disminuir el riesgo de cometer actos de colusión que vayan a 

causar algún perjuicio en el patrimonio cordel Estado, y a sus intereses. 
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Objetivo específico 4: Identificar la relación entre las cláusulas anticorrupción y la 

modalidad del acto corruptivo. 

Tabla 13. 

Distribución de frecuencias y porcentajes de las Cláusulas anticorrupción 

frente a la modalidad del acto corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 

2022. 

Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido BAJO 4 13,3 13,3 13,3 

REGULAR 21 70,0 70,0 83,3 

ALTO 5 16,7 16,7 100,0 

Total 30 100,0 100,0 
Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 

Gráfico 9. Distribución de frecuencias y porcentajes de las Cláusulas anticorrupción frente a 
la modalidad del acto corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Interpretación: La tabla 13 representó que del 100% de los encuestados, el 

70% indicaron que las cláusulas anticorrupción se presentan en nivel regular en el 

Distrito Fiscal del Santa, un 16.7% manifiestan que éstas tienen un nivel alto, y sólo 

un 13.3% precisó que el nivel es bajo; en base a lo mencionado por los funcionarios 

y servidores públicos participante de la encuesta, señalaron que los casos 

presentados en la jurisdicción son tanto en modalidad simple como en modalidad 

agravada, y ocurren en similar frecuencia. 
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Tabla 14. 

Distribución de frecuencias y porcentajes de la modalidad del acto 

corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido BAJO 0 0,0 0,0 0,0 

REGULAR 5 16,7 16,7 16,7 

ALTO 25 83.3 83.3 83.3 

Total 30 100,0 100,0 
Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 

Gráfico 10. Distribución de frecuencias y porcentajes de la Modalidad del acto corruptivo en 
el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Interpretación: En la tabla 14 se presentó un 83.3% de los encuestados que 

señalaron que la modalidad del acto corruptivo se encuentra en un nivel alto, 

mientras que un 16.7% menciona que el nivel es regular; dado que los servidores 

y funcionarios precisaron que casi siempre se presentan casos por delitos de 

colusión tanto en la modalidad simple como agravada en el DF Santa. 
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Tabla 15. 

Correlación de las cláusulas anticorrupción y la modalidad del acto 

corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Correlaciones 

Cláusulas 

anticorrupción 

Modalidad del 

acto corruptivo 

Rho de 

Spearman 

Cláusulas 

anticorrupción 

Coeficiente 

de 

correlación 

1,000 ,192 

Sig. 

(bilateral) 

. ,309 

N 30 30 

Modalidad del 

acto corruptivo 

Coeficiente 

de 

correlación 

,192 1,000 

Sig. 

(bilateral) 

,309 . 

N 30 30 

Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023.

Interpretación: La tabla 15, denotó que el coeficiente de correlación Rho 

Spearman de 0,192, siendo una correlación positiva muy baja, con un nivel de 

significancia bilateral (0,309), mucho mayor al valor de p (0.05) requerido para dar 

por válida una correlación; por ello se determinó que las cláusulas anticorrupción 

no se relacionan con la modalidad del acto corruptivo, aceptándose la hipótesis nula 

HE40; esto quiere decir que casi siempre los encuestados manifestaron recibir en 

sus despachos, casos con ambas tipificaciones del delito en mención (simple y 

agravado). 
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Objetivo específico 5: Determinar la relación entre las cláusulas anticorrupción y 

la sanción del acto corruptivo. 

Tabla 16. 

Distribución de frecuencias y porcentajes de las Cláusulas anticorrupción 

frente a la sanción del acto corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 

2022. 

Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido BAJO 4 13,3 13,3 13,3 

REGULAR 21 70,0 70,0 83,3 

ALTO 5 16,7 16,7 100,0 

Total 30 100,0 100,0 
Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 

Gráfico 11. Distribución de frecuencias y porcentajes de las Cláusulas anticorrupción frente a 
la sanción del acto corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Interpretación: La tabla 16 mostró que el 70% de los encuestados señalaron 

que las cláusulas anticorrupción se presentaron a nivel regular, un 16.7% dijo que 

se encontraban en un nivel alto, y un 13.3% indicó que el nivel es bajo; lo que 

significó de acuerdo a lo mencionado por los servidores públicos, que las cláusulas 

anti corruptivas no denotan o establecen las sanciones para los sujetos que 
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cometan un acto de colusión, sin embargo se constituyen como un marco que, 

utilizando la declaración del contratista, busca que su palabra guarde la probidad y 

veracidad necesarias para el buen desarrollo del proceso contractual durante todas 

sus etapas. 
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Tabla 17. 

Distribución de frecuencias y porcentajes de la sanción del acto 

corruptivo en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido BAJO 0 0,0 0,0 0,0 

REGULAR 8 26.7 26.7 26.7 

ALTO 22 73.3 73.3 73.3 

Total 30 100,0 100,0 
Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 

Gráfico 12. Distribución de frecuencias y porcentajes de la Sanción del acto corruptivo en el 
Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Interpretación: La tabla 17 presentó que un 73.3% de los encuestados 

mencionaron que la sanción de acto corruptivo en el DF Santa, se presenta en un 

nivel alto; mientras que un 26.7% señala que su nivel es regular; dado a la precisión 

de los servidores y funcionarios sobre la sanciones que algunas veces se imponen 

a estos actos ilícitos cometidos por los sujetos activos, tal como son la pena 

privativa de la libertad, la pena de inhabilitación o la pena de multa; así mismo 

concordaron que, de designarse a la OSCE como entidad encargada de registrar e 

investigar la omisión de las cláusulas anticortrupcción a nivel administrativo, ésta 

debe realizar casi siempre un control de cumplimiento de dichas cláusulas en las 

instituciones del Estado. 
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Tabla 18. 

Correlación de las cláusulas anticorrupción y la sanción del acto corruptivo 

en el Distrito Judicial de Santa - 2022. 

Correlaciones 

Cláusulas 

anticorrupción 

Sanción del acto 

corruptivo 

Rho de 

Spearman 

Cláusulas 

anticorrupción 

Coeficiente 

de 

correlación 

1,000 ,178 

Sig. 

(bilateral) 

. ,346 

N 30 30 

Sanción del 

acto corruptivo 

Coeficiente 

de 

correlación 

,178 1,000 

Sig. 

(bilateral) 

,346 . 

N 30 30 

Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023.

Interpretación: La tabla 18, refleja que se obtuvo Rho Spearman de 0,178, 

siendo una correlación positiva muy baja, con una significancia bilateral (0,346), 

mucho mayor al valor de p (0.05) requerido para dar por válida una correlación; por 

ello se determinó que las cláusulas anticorrupción no guardan relación con la 

sanción del acto corruptivo, aceptándose la hipótesis nula HE50; lo que significa 

que casi siempre los casos de delito de colusión son sancionados con las penas 

tipificadas según correspondan conforme al artículo 384° del Código Penal 

Peruano, más no son las cláusulas anti corruptivas las que las imponen; empero 

representan un lineamiento que da valor a la palabra del postor que se presenta al 

concurso público, ya sea como persona natural o como persona jurídica, sobre la 

probidad, veracidad, integridad y honestidad de sus declaraciones, garantías 

compromisos y obligaciones; lo cual resulta indispensable para garantizar el 

desarrollo imparcial y sin perjuicio alguno de la contratación con el Estado. 
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Contrastación de la hipótesis general de investigación: 

Tabla 19. 

Contrastación de la hipótesis general de investigación. 

Contrastación de la hipótesis general 

1 Hi. Las cláusulas anticorrupción se relacionan con el delito de 

colusión. 

H0. Las cláusulas anticorrupción no se relacionan con el delito de 

colusión. 

2 Nivel de Signif. (alfa) α = 5% = 0.05 

3 Prueba estadística paramétrica: Rho de Spearman 

4 Rho de Spearman = ,430** Valor de P = ,018 = 1,8% 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Con una probabilidad de error del 1,8%, existe una relación entre las 

cláusulas anticorrupción y el delito de colusión. 

5 Decisión: 

Las cláusulas anticorrupción se relacionan a nivel regular con el delito 

de colusión, en el Distrito Judicial del Santa – 2022. 

Fuente.  Datos obtenidos de la encuesta aplicada a los funcionarios y servidores públicos, 2023. 

Interpretación: La tabla 19 representa que, de los 30 funcionarios y 

servidores públicos encuestados de la Fiscalía anticorrupción del Santa, se halló 

que existe evidencia estadística con un 95% de seguridad, para afirmar que las 

cláusulas anticorrupción se relacionan a nivel regular, con el delito de colusión del 

Distrito Judicial del Santa – 2022, guardando una correlación positiva moderada. 
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V. DISCUSIÓN:

De la encuesta aplicada a 30 servidores y funcionarios públicos, en cuanto 

a las cláusulas anticorrupción, se precisa lo siguiente: 

Conforme a la dimensión declaratoria del contratista, se realizó la medición 

a través del indicador ítem 1, que realizó la interrogante sobre la frecuencia en que 

la declaratoria del contratista es proba, honesta, veraz e íntegra, sobre no cometer 

actos de corrupción durante la etapa contractual; en donde 19 de los encuestados 

indicaron que algunas veces es frecuente, mientras que 11 de ellos manifestaron 

que casi nunca sucede esta premisa; por lo que dicha dimensión se encontró en un 

nivel regular. 

La dimensión garantía del contratista, utilizó el ítem 2 acerca de la 

frecuencia en la que el contratista garantiza no incurrir en actos de corrupción 

durante las etapas contractuales; en el cual 13 de los entrevistados señalaron que 

casi nunca se presenta este caso, 12 de ellos mencionaron que sólo algunas veces 

se presentan, mientras que 3 precisaron que la frecuencia es casi siempre, y sólo 

2, siempre; obteniendo un nivel regular en esta dimensión. 

La dimensión compromiso del contratista se midió a través de los ítems 3 

y 4; siendo que, para el ítem 3, sobre la frecuencia en la cual estima que el 

contratista cumple el compromiso de tener una conducta de nivel cero corrupción 

durante la etapa precontractual, contractual y pos contractual, se tuvo a 14 de los 

entrevistados que señalaron que algunas veces se cumple este suceso, 12 de ellos 

indicaron que casi nunca, 3 mencionan que casi siempre, y sólo 1 de ellos precisó 

que siempre; mientras que para el ítem 4, que buscó determinar la frecuencia en la 

que el contratista declara sobre el conocimiento de algún ofrecimiento o acto ilegal 

durante las etapas contractuales, se precisó que 14 de los entrevistados 

mencionaron que casi nunca ocurre, 13 de ellos señalaron que nunca sucede, y 

sólo 3 manifestó que algunas veces se da esta premisa; de tal forma que se obtuvo 

un nivel regular acerca de esta dimensión.  

En cuanto a la dimensión obligación del contratista, se tuvo el ítem 5 y 6 

para su medición; el ítem 5 interrogó acerca de la frecuencia en la que el contratista 

cumple la obligación de actuar bajo los principios morales de integridad, probidad, 

honestidad, e integridad, no incurriendo en acciones ilícitas o de corrupción  durante 

la etapa precontractual, contractual y pos contractual, teniendo 20 servidores y 
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funcionarios públicos que precisaron que algunas veces se cumple esta premisa, 9 

personas mencionaron que casi nunca se cumple, y sólo 1 indicó que nunca es 

frecuente; mientras que para el ítem 6, acerca de la frecuencia en la que consideró 

que, el cumplimiento total de las cláusulas anticortrupcción si existiera un ente 

regulador formado para verificar o regular su  aplicación, resultó que 14 personas 

encuestadas mencionaron que algunas veces es frecuente, 12 de ellas señalaron 

que casi siempre se da el caso, 3 servidores públicos precisaron que siempre es 

frecuente, mientras que sólo 1 indicó que casi nunca se presenta; por lo tanto, el 

nivel de la dimensión obligación, fue regular. 

Con respecto al Delito de colusión, la dimensión comportamiento corruptivo 

estuvo configurada por los ítems 7 y 8; siendo que el ítem 7 buscó determinar la 

frecuencia en la que las cláusulas anticorrupción, se relacionan con la prevención 

de la comisión del delito de colusión en el Distrito Judicial, en donde 18 encuestados 

señalaron que algunas veces guarda relación, otros 10 indicaron que casi nunca se 

da el caso, y sólo 2 mencionaron que siempre es frecuente; mientras que para el 

ítem 8, donde se interrogó sobre la frecuencia que consideran sobre que los 

contratistas al momento de presentarse a un proceso de contratación con el Estado 

(servicio, bienes u obras), no presentan ninguna relación de incentivo o beneficio 

para resultar ganadores; se obtuvo que 16 servidores públicos establecieron que 

algunas veces se da el caso, otros 13 mencionaron que casi nunca se cumple esta 

premisa, y 1 persona indicó que nunca es frecuente; a razón de lo descrito, se 

obtuvo que la dimensión comportamiento se encuentra en un nivel regular. 

En relación a la dimensión sujetos de acto corruptivo, los ítems 9 y 10 

fueron parte de la medición; así pues, el ítem 9, acerca de la frecuencia en la que 

consideran que el comportamiento del sujeto activo en la comisión del delito de 

colusión, es realizado con la voluntad de cometer actos de corrupción, pese a que 

previamente se comprometió a no incurrir en dichos hechos, arrojó que 14 

señalaron que casi siempre se presenta este hecho, 13 personas mencionaron que 

algunas veces, mientras que sólo 3 indican que siempre es frecuente; mientras que 

el ítem 10, que está dirigida a conocer si los registros de las personas naturales o 

jurídicas que no cumplen con lo estipulado en las cláusulas anticorrupción 

recibieran una sanción administrativa, con qué frecuencia estos sujetos tendrían 

mayor conciencia sobre la pena evitando cometer el delito; mostró que 13 personas 
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señalaron que casi siempre es frecuente lo mencionado en el ítem, 9 indicaron que 

algunas veces es frecuente, 4 personas precisaron que casi nunca, y otras 4 que 

la frecuencia es siempre; determinando que el nivel de la dimensión sujetos de acto 

corruptivo, se presentó en un nivel alto. 

Para la dimensión perjuicio del acto corruptivo, tuvo como indicador el ítem 

11, que se abocó a conocer la frecuencia con la que se ha denotado imparcialidad 

en la contratación pública; en donde 16 de los servidores públicos señalaron que 

algunas veces se presenta esta premisa, 9 personas indicaron que casi nunca 

sucede, 4 de ellos mencionaron que casi siempre, y sólo 1 que nunca es frecuente; 

para lo cual se obtuvo que esta dimensión se encontró en un nivel regular. 

En cuanto a la dimensión modalidad del acto corruptivo, se formularon los 

ítems 12 y 13; en tanto que para el ítem 12 que interrogó acerca de la frecuencia 

de los casos de colusión simple, resultó que 21 personas señalaron que casi 

siempre son frecuentes, 7 de ellos indicaron que algunas veces, y sólo 2 

mencionaron que siempre son frecuentes; mientras que para el ítem 13, sobre la 

frecuencia de los casos de colusión agravada, 16 encuestados manifestaron que 

casi siempre se presentan y, sólo 14 de ellos precisaron que algunas veces es 

frecuente; determinando que esta dimensión se encuentra en un nivel alto. 

Para la dimensión sanción del acto corruptivo, se formularon los ítems 14, 

15, 16, y 17; siendo que para el ítem 14, sobre la frecuencia en que los casos del 

delito de colusión son sancionados con pena privativa de la libertad en el DF Santa, 

se obtuvo que 16 de los servidores encuestados precisaron que algunas veces es 

frecuente, 10 personas señalaron que casi siempre es frecuente, mientras que 3 de 

ellos indicaron que casi nunca se da la frecuencia, y sólo 1 manifestó que siempre 

es frecuente esta premisa; en tanto para el ítem 15, acerca de la frecuencia en que 

los casos del delito de colusión, son sancionados con pena de inhabilitación, se 

encontró que 18 de los funcionarios y servidores encuestados señalaron que 

algunas veces es frecuente, 11 de ellos manifestó que casi siempre, y sólo 1 precisó 

que siempre es frecuente la sanción; para el ítem 16 que buscó conocer la 

frecuencia en que los casos del delito de colusión son sancionados con pena de 

multa, teniendo que, 20 de los encuestados señalaron que algunas veces son 

sancionados con este tipo de pena, 9 personas manifestaron que casi siempre se 

esta sanción, y solamente 1 persona indicó que la frecuencia es siempre. Y en el 
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ítem número 17, que interrogó acerca de la frecuencia en la que la OSCE debe 

realizar un control en las instituciones del Estado, en caso de que se designara esta 

entidad, la función de registrar e investigar a nivel administrativo la omisión de las 

cláusulas anticorrupción; se halló que de los 30 encuestados, 15 indicaron que casi 

siempre deben realizar el control, 11 mencionaron que siempre, y sólo 4 precisaron 

que algunas veces deberían cumplir esta función; lo cual pone a esta dimensión en 

un nivel alto. 

 

Basado en el objetivo general de la investigación enfocado a determinar la 

relación de las cláusulas anticorrupción y el delito de colusión; se obtuvo un valor 

de Rho de Spearman de 0,430 tal como lo muestra la tabla 3, lo cual significó una 

correlación positiva moderada, con un grado de significancia bilateral (0,018), 

menor al valor de p requerido para validar una correlación (0.05); afirmándose que 

las cláusulas anticorrupción se relacionan a nivel regular con el delito de colusión, 

en el Distrito Judicial del Santa – 2022.; resultado que se centró en que las cláusulas 

anticorrupción por medio de la declaración, la garantía, la obligación y el 

compromiso del contratista, constituyen un punto de partida para desincentivar el 

uso de malas prácticas competitivas y prevenir la comisión de actos ilícitos en los 

procesos contractuales del Estado, relacionándose con el comportamiento 

corruptivo de los sujetos inmersos en los delitos de colusión que generan perjuicio 

en el bien jurídico protegido; sin embargo, éstas cláusulas anticorrupción no 

muestran relación en los sujetos que cometen el delito, ni sus modalidades, que 

pueden ir desde la concertación hasta la ejecución de la concertación generando 

defraudación patrimonial al Estado, así como tampoco inciden en las sanciones 

correspondientes ya que éstas se establecen en el Art. 384° del Código Penal 

Peruano. 

El resultado general obtenido, se relaciona con Hurtado (2021), quien en la 

búsqueda de analizar las mejoras en las cláususlas anticorrupción a modo de 

prevención en las contrataciones con el Estado peruano, concluyó que las 

cláusvulas anticorrupcción prescritas en el inciso 4°, art. 138° del Reglamento de la 

Ley N°30225, dota ciertas normas conductuales a fin de prevenir actos ilegales; sin 

embargo, luego de analizar la variable, determinó que la parte que representa al 

Estado se ha envuelto en una serie de actos no legales a sus funciones frente a las 
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contrataciones públicas y en contra de una correcta administración pública; lo que 

indicaría que el sujeto responsable de asumir los retprocesos inconstractuales, no 

resultaría ser alguien idóneo por haberse demostrado que participa en base a su 

beneficio personal por medio de actos ilícitos. Por otro lado, la teoría que refuerza 

el resultado obtenido se encuentra en lo aportado por Morón (2018), quien señala 

que las cláusulas anticorrupción brindan a los intervinientes una disposición 

contractual que garantice la etapa precontractual, contractual y pos contractual con 

la finalidad de evitar pactos de corrupción; adicionalmente, el artículo 138°.4 del 

Reglamento de la Ley N°30225, presenta condiciones por parte del contratista 

conformadas por la declaración y garantía de no haber realizado ningún acto ilegal 

en relación al contrato, la obligación de actuar bajo los principios que conlleven a 

no incurrir en acciones de corrupción, y el compromiso de dar parte a las 

autoridades competentes de observar o de llevarse a cabo cualquier situación ilícita 

durante el proceso; de modo que, ante el incumplimiento de estas cláusulas, el 

Estado se encuentra facultado para resolver de modo automático y de pleno 

derecho el contrato. 

De acuerdo al primer objetivo específico que buscó identificar la relación 

entre las cláusulas anticorrupción y el comportamiento corruptivo en el Distrito 

Judicial de Santa - 2022, se obtuvo un Rho Spearman de 0,366 tal como se mostró 

en la tabla 6, entendiéndose como una correlación positiva baja, con un grado de 

significancia bilateral (0,047), menor al valor de p (0,05); razón por la cual se 

identificó que las cláusulas anticorrupción tienen una relación baja en el 

comportamiento corruptivo en el Distrito Judicial del Santa – 2022, siendo que en 

dicha forma constituyen un lineamiento o parámetro que permite restringir o poner 

límite a los actos y comportamientos ligados al delito de colusión, previniendo que 

el funcionario o servidor público concrete algún acto o concertación con fines de 

defraudar al Estado; sin embargo regularmente no conforman un filtro certero en su 

totalidad a fin de controlar, evaluar y diagnosticar aquellas situaciones en las que 

los funcionarios públicos estén coludidos con los postores de los procesos 

contractuales estatales en busca de sus propios intereses. 

Este resultado guarda relación con la investigación desarrollada por 

Chocano (2020), quien concluyó que las cláusulas anticorrupción inciden en que el 
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proveedor ejecutor de la obra o servicio, declare no estar o haber estado inmerso 

en actos de corrupción para así poder suscribir el contrato, a modo de poder asumir 

y comprometerse a garantizar la ejecución en su integridad; asimismo ayuda a 

garantizar que tanto los miembros de la empresa como personas ajenas vinculadas, 

no incurrirán en pactos de corrupción y otras conductas ilegales, asegurando la 

extinción del comportamiento corruptivo en los procesos de contrataciones. Por otro 

lado, en base al aporte teórico doctrinal que presenta el Código Penal Peruano en 

su artículo 384°, determina que el comportamiento de los actos de colusión, se 

encuentran comprendidos cuando el funcionario o servidor público concierta con un 

particular, de forma directa o indirecta, sobre cualquier proceso de contratación, 

licitación o adquisición de servicios o bienes a la administración pública, con fines 

de defraudar al Estado (Código Penal Peruano, actualizado al 2023, Art. 384). 

En cuanto al segundo objetivo específico que pretendió identificar la relación 

entre las cláusulas anticorrupción y los sujetos del acto corruptivo, según lo 

expresado en la tabla 9, la Rho Spearman de 0,177 obtenida se interpretó como 

una correlación positiva muy baja, con un grado de significancia bilateral (0,349), 

mayor al valor de p (0.05) requerido para validar una correlación; lo que dio pase a 

determinar que las cláusulas anticorrupción no se relacionan con los sujetos del 

acto corruptivo en el Distrito Judicial del Santa – 2022; de tal manera que las 

cláusulas anticorrupción se presentan como un marco legal al que deben ceñirse 

los funcionarios o servidores públicos que representan a la Entidad, así como los 

postores o proveedores que se presentan a las contrataciones públicas; a fin de 

que ambas partes garanticen no estar inmersos en algún acto de colusión antes, 

durante o después de la etapa contractual, asegurando el bienestar y los intereses 

del Estado. 

En este sentido, el trabajo previo realizado por Hurtado (2021) muestra 

similitud con el resultado alcanzado, pues llegó a la conclusión de que las cláusulas 

anticorrupción prescritas en el inciso 4° del artículo 138° de la Ley No 30225, 

brindan ciertas normas conductuales a fin de prevenir actos ilegales, pero al 

analizarlas, determinó que la parte que representa al Estado, ha sido envuelta en 

actos que van en contra de las leyes con respecto al cumplimiento de sus 

obligaciones dentro de las contrataciones públicas y en contra de una correcta 
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administración pública, afirmando que el sujeto responsable de asumir los 

contratos, no resultaría ser la persona idónea al demostrase que su participación 

es en base a su beneficio, realizando para ello actos ilícitos. Esto se refuerza en el 

aporte teórico de Chanjan et al. (2022), quienes señalaron que los sujetos del acto 

corruptivo que intervienen en la figura penal del delito de colusión son, el funcionario 

público o servidor y el Estado, distinguiéndose entre el sujeto activo y pasivo 

interviniente en el hecho delictivo; siendo que el sujeto activo lo comprende el 

funcionario público que hace uso de la facultad de su cargo asumiendo el rol 

específico de participar en la celebración contractual en donde comete dicho delito; 

mientras que, la figura de sujeto pasivo la asume el Estado, que es representado 

por el aparato estatal en general bajo todos sus niveles. 

Para el tercer objetivo específico que consistió en determinar la relación 

entre las cláusvulas anticorrupcción y el perjuicio del acto corruptivo, la tabla 10 

mostró un resultado del coeficiente de correlación Rho Spearman de 0,430, siendo 

una correlación positiva moderada, con un nivel de significancia bilateral (0,018), 

menor al valor de p (0.05); por ello se determinó que las cláusulas anticorrupción 

se relacionan a nivel regular en el perjuicio del acto corruptivo en el Distrito Judicial 

del Santa – 2022; de modo que éstos parámetros que rigen las contrataciones 

públicas, se encuentren bajo los principios de imparcialidad y busquen garantizar 

la preservación del bienestar y los intereses patrimoniales del Estado, como bien 

jurídico protegido. 

Conforme a este resultado, la investigación previa realizada por Martínez 

(2016), guarda semejanza, ya que concluyó que el medio más eficiente para hacer 

frente a la corrupción en los retprocesos contractuales con el sector público es el 

principio de transparencia e imparcialidad durante todas las etapas, lo cual asegura 

la eficacia para una competencia leal y con igualdad de condiciones, divulgando 

inclusive de manera sistematizada, los resultados del proceso a los postores y a la 

ciudadanía; generando de esta manera un ambiente de participación en el 

conocimiento del gasto público y los intereses del Estado, dando pase a una buena 

administración o gestión pública. Así pues, el aporte teórico de Chanjan et al. 

(2022), establece que, al ser el delito de colusión un agravio en la forma de 

contratación pública orientado a generar una defraudación al Estado, el perjuicio 



63 
 

ocasionado está relacionado directamente con el patrimonio y los intereses del 

mismo; en este sentido el autor mencionado señala que ante este perjuicio 

generado, el bien jurídico protegido por la colusión desleal viene tan ser pila 

imparcialidad en la contratación pública; mientras que, para la colusión con 

posterior defraudación patrimonial, el bien jurídico a proteger es la preservación de 

los intereses patrimoniales cordel Estado. estad 

De acuerdo al cuarto objetivo específico que buscó identificar la relación 

entre las cláusulas anticorrupción y la modalidad del acto corruptivo, en la tabla 15 

se logró obtener un valor de Rho Spearman de 0,192, presentando una correlación 

positiva muy baja; sin embargo, el nivel de significancia bilateral fue de 0,309, 

mayor al valor de p(0,05) requerido para validar una correlación; razón por la cual 

se identificó que las cláusulas anticorrupción no se relacionan con la modalidad del 

acto corruptivo en el Distrito Judicial del Santa – 2022; esto debido a que estas se 

presentan como lineamientos que confieren la garantía, obligación y compromiso 

del contratista frente al proceso de contratación; sin embargo esto no incide ni 

determina que previo al acto de presentación en el proceso contractual o en 

cualquiera de sus etapas, el postor haya incurrido, percibido, ofrendado, negociado 

o concertado alguna modalidad de fraude al Estado con algún funcionario o servidor 

público, quien haciendo uso de sus facultades dentro del proceso de contratación, 

busque alguna motivación o incentivo a beneficio propio según sus intereses 

personales, causando finalmente un perjuicio patrimonial contra del Estado como 

consecuencia del delito de colusión bajo su modalidad simple o agravada. 

El resultado de este objetivo específico, es símil a lo obtenido por Vega 

(2020), quien en su afán de buscar la implementación de un prototipo de 

preparación anticorrupción en las empresas postoras del Estado, concluyó que 

éstas perciben los pactos de corrupción al momento de desear ser parte de los 

retprocesos mande contrastación; con lo cual el autor dio a entender que existen presuntos 

actos que otorgan beneficio a empresas determinadas u orientadas a ganar las 

contrataciones, lo que conlleva a que cualquier empresa esté en riesgo de competir 

en un proceso de licitación pública, vulnerando el acceso a la libre competencia, 

generando además, una desmotivación en los postores que conlleva a un perjuicio 

al Estado y sociedad; asimismo propone que las licitaciones mayores al millón de 
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soles, presenten una acreditación de implementación de normas ISO 37001, 

emitida por el Instituto Nacional de Calidad, o en su defecto, un auditor externo 

experto en la materia. En este sentido, Salinas (2019) basa su aporte teórico en 

que el delito de colusión se presenta bajo dos modalidades, en primer lugar, hace 

referencia a la modalidad simple, la cual se llega a consumar cuando se da paso a 

la concertación a fin de generar un fraude al Estado, sin necesidad de que éste 

sufra algún perjuicio; y en segundo lugar, refiere a la modalidad agravada, en donde 

resulta necesario que exista la defraudación patrimonial, entendiéndose este 

término como la mala administración y disposición de los recursos y caudales del 

funcionario público o servidor en búsqueda de satisfacer sus intereses personales, 

lo cual causa un perjuicio patrimonial contra del Estado. 

Finalmente, en cuanto al quinto objetivo específico acerca de determinar la 

relación entre las cláusulas anticorrupción y la sanción del acto corruptivo, se logró 

obtener, conforme a la tabla 16, un coeficiente de correlación de Spearman de 

0,178, que mostró una correlación positiva muy baja; sin embargo, el valor de 

significancia bilateral fue de 0,346, mayor al valor de p(0,05) requerido para validar 

una correlación, por lo que se determinó que las cláusulas anticorrupción no 

guardan relación con la sanción del acto corruptivo en el Distrito Judicial del Santa 

– 2022; toda vez que las cláusulas anticorrupción sólo se establecen como

requerimientos para conllevar las relaciones contractuales del sector público; sin 

embargo, la política de contrataciones del Estado peruano se basa en la Ley de 

Contrataciones del Estado (Ley N° 30225), reglamentada por el Ministerio de 

Economía y Finanzas (MEF), y en coordinación con el Organismo Supervisor de 

las Contrataciones del Estado (OSCE), así como regulado por el Código Penal 

Peruano, que en el Art. 384° prescriben las sanciones en caso de incurrir en este 

delito, tales como pena privativa de la libertad, pena de inhabilitación, y pena de 

multa según corresponda. 

Este resultado concuerda con lo obtenido por Cisneros (2017), quien 

concluyó que la aplicación de las cláusulas anticorrupción de manera imperativa 

debe ser modo de resolución de contrato con el Estado, el cual implica que la 

declaración de un acto ilícito, dentro o fuera de nuestro territorio peruano, tenga 

como consecuencia un perjuicio mayor para la población integrante de cada 
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territorio, dado que se concluiría el contrato y se paralizaría las obras o proyectos 

en ejecución; asimismo señala que la nulidad del contrato debe ser de modo 

potestativo para el Estado conforme el nivel de corrupción realizado, el mismo que 

debería estar planteado de modo legal y contractual, para lo cual propone que se 

debe establecer una política anticorrupción efectiva, que, inmersa en un Programa 

anticorrupción, pueda dar cuenta de las buenas prácticas anticorrupción, un análisis 

de riesgo de corrupción, la detección de los actos corruptos y la implantación de 

sanciones públicas. Por otro lado, el resultado se ve sostenido teóricamente con el 

aporte de Reátegui (2021), quien afirma que este delito se sanciona por dos 

fundamentos, siendo el primero de ellos que el funcionario haga uso de los 

acuerdos contractuales que se relacionan con el Estado con la intención de 

defraudarlo; y el otro, que el funcionario, mediante acuerdos otorgados por la ley, 

perjudique dolosamente los intereses del Estado. Así mismo la doctrina legislativa 

señala, mediante el artículo 384° del Cód rigo Pen tal Peruano, que quien incurra en 

este delito, tendrá una sanción con pena privativa de libertad entre tres a seis años, 

una inhabilitacción de cinco a veinte años de acuerdo a las referencias de los incisos 

1, 2 y 8 del artículo 36 de la ley; y, con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco 

días-multa, siendo que incida en cualquiera de los siguientes modos: el sujeto sea 

parte de una organización criminal, bajo la modalidad de persona vinculadra o actúe 

por encargo de ella; el hecho ilícito sea realizado respecto de obras sociales o con 

fintes asistenciales, fin tes de desarrollo, apoyo o inclusión social, o cuando el monto 

de lo irrogado; dinero, bienes, efectos o ganancias sea mayores a las 10 UIT; y, el 

sujeto se beneficie de una situación de calamidad o emergencia sanitaria, o 

compromenta la defensa, seguridad o soberaní la nacional. 
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VI. CONCLUSIONES

Primera. Se concluyó que, en el Distrito Judicial del Santa, las cláusulas 

anticorrupción se relacionan a nivel regular con el delito de colusión; 

habiéndose obtenido un coeficiente de correlación Rho de 

Spearman de 0,430 mostrando una correlación positiva moderada, 

y un grado de significancia de 0,018, inferior a 0.05 requerido dar por 

válida la correlación. 

Segunda. Se llegó a la conclusión de que las cláusulas anticorrupción 

tienen una relación a nivel regular con el comportamiento corruptivo 

del Distrito Judicial del Santa – 2022; teniendo un Rho Spearman de 

0,366 (correlación positiva baja), y nivel de significancia de 0,047. 

Tercera. Se concluyó que las cláusulas anticorrupción no muestran relación 

con los sujetos del acto corruptivo en el Distrito Judicial del Santa – 

2022; siendo que la Rho Spearman de 0,177 obtenida se interpretó 

como una correlación positiva muy baja, y el grado de significancia 

de 0,349. 

Cuarta. Se determinó como conclusión, que las cláusulas anticorrupción se 

relacionan de manera regular con el perjuicio del acto corruptivo en 

el Distrito Judicial del Santa – 2022, bajo una correlación de 

Spearman de 0,430 (correlación positiva moderada), y una 

significancia de 0,018, inferior al valor de p (0.05). 

Quinta. Se concluyó que, las cláusulas anticorrupción no se relacionan con 

la modalidad del acto corruptivo en el Distrito Judicial del Santa – 

2022, obteniendo un valor de Rho Spearman de 0,192, presentando 

una correlación positiva moderada muy baja; empero, el nivel de 

significancia fue de 0,309, mayor al valor de p (0,05) requerido para 

para validar una correlación. 

Sexta. Se llegó a la conclusión de que las cláusulas anticorrupción no se 

relacionan con la sanción del acto corruptivo en el Distrito Judicial 

del Santa – 2022, obteniéndose un coeficiente de correlación de 
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Spearman de 0,178, que mostró una correlación moderada muy 

baja; sin embargo, el valor de significancia bilateral fue de 0,346. 
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VII. RECOMENDACIONES

Primera. Se recomienda a los legisladores peruanos que, para disminuir 

los riesgos de acciones colusorias en los procesos contractuales, se 

consideren algunas condiciones dentro de la Ley de Contrataciones 

del Estado, tales como: 

- Aprobación de protocolos.

- Definir qué entidad debe recibir las declaraciones de los

contratantes ante un acto ilícito.

- Diseñar el proceso maximizando la participación de diversos

postores que compitan libre y genuinamente en él.

- Definir de manera clara los requisitos que se necesitan para el

bien o servicio que se está contratando, evitando las medidas

previsibles que conlleven a la descalificación de oferentes que

no se ajusten a especificaciones sin relevancia del bien,

producto o servicio.

- Diseñar mecanismos con el fin de reducir la comunicación entre

oferentes, previniendo los riesgos de concertación, entre estos

causar o conllevar a una mala competencia.

- Generar una concientización en los postores acerca de los

riesgos que conlleva cometer actos de colusión en los retprocesos

contractuales con el Estado.

Segunda. Se recomienda al Poder Ejecutivo del Perú, que se plasme en el 

Reglamento de la Ley N°30225 Ley de Contrataciones del Estado, 

que la Declaración Jurada del postor vaya acompañada de manera 

obligatoria con los documentos sustentatorios pertinentes 

(antecedentes penales, judiciales y policiales, constancia de no 

haber tenido procedimientos administrativos en los procesos de 

selección que haya participado); de tal manera que se puedan 

identificar las acciones ilícitas, diseñando un catálogo de 

proveedores o consorcios (persona natural o jurídica) donde se 
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precise cuándo y con quiénes se han asociado y cuántas veces 

viene realizando este tipo de acciones; a fin de tomar decisiones 

correctivas frente a este delito. 

Tercera. Es recomendable para los funcionarios intervinientes en la 

elaboración de leyes, replantear la técnica legislativa que define los 

impedimentos para contratar con el Estado, de modo que se puedan 

identificar y resolver situaciones de conflicto de intereses por las 

partes o sujetos intervinientes en la contratación pública, tales como: 

- Promover las compras corporativas de modo que se incrementen

la posibilidad de obtener mejores pecios por bienes, productos o

servicios.

- Mantener comunicación fluida con las autoridades que velen por

la libre competencia (Indecopi) y entes reguladores de las

contrataciones públicas, como OSCE, Contraloría General de la

República.

Cuarta. Se recomienda al Poder Legislativo del Perú que, para la detección 

de las prácticas colusorias, los órganos de control (OSCE) registren 

información acerca de los procesos de contratación, incorporando 

indicadores que ayuden a identificar ciertos patrones de 

comportamiento de los postores, tal como describir cualquier 

ocurrencia presentada que no guarde relación con el procedimiento 

contractual y evitar futuros perjuicios económicos. 

Quinta. Es recomendable para el Poder Legislativo Peruano, estructurar 

una medida adecuada que permita evaluar la transparencia en las 

contrataciones del Estado a fin de prevenir las prácticas colusorias; 

por ello, cuando un postor, en cualquiera de las etapas del proceso 

de contratación, se prueba o determina haber incurrido en un ilícito 

penal (delito de colusión), éste debe ser registrado 

administrativamente en un catálogo donde se establezcan las 

conductas inapropiadas, a efectos de advertir posibles o presuntos 
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vicios en su participación en las convocatorias del Estado, evitando 

un posible daño o perjuicio posterior. 

Sexta. Se recomienda al Poder Ejecutivo del Perú, que la Ley N°30225, 

debe establecer un ente regulador, veedor y sancionador que tenga 

la facultad de participar en las etapas contractuales; para ello, se 

debería ampliar las funciones de la Contraloría General de la 

República, quien deberá supervisar y controlar el cumplimiento de 

las cláusulas anticorrupción; acto contrario, tendrá la posibilidad de 

disponer una sanción administrativa contra el proveedor y/o postor 

que manifieste una conducta inapropiada, imponiéndoles multas 

conforme a la UIT vigente; para lo cual se deberá repotenciar su 

logística (contratación de personal experto). 
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ANEXOS 

Anexo 1. Tabla de operacionalización de variables. 

 

VARIABLE 

DE 

ESTUDIO 

DEFINICIÓN 

CONCEPTUAL 

DEFINICIÓN 

OPERACIONAL 
DIMENSIÓN INDICADORES 

ESCALA 
DE 

MEDICIÓN 
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N

 

 

Son aquellas que 

previenen los actos de 

corrupción, por medio de 

mecanismos internos 

orientados a detectar 

aquellas conductas de 

terceros vinculados a 

corromper a los 

funcionarios o servidores 

públicos (García, 2016). 

La variable cláusulas 

anticorrupción se midió 

utilizando una encuesta 

dirigida a los servidores y 

funcionarios públicos de la 

Fisc. Anticorrupc. Del Santa, 

recogiendo información 

sobre los indicadores de las 

dimensiones declaración, 

garantía, obligación y 

compromiso del contratista. 

La Declaración 

del contratista. 
Declaración proba de no cometer actos de corrupción. 

 

Ordinal 

La Garantía del 

contratista 
Garantía de que el contratista no incurra en actos de 
corrupción. 

El Compromiso 

del contratista. 

Compromiso de tener una conducta de nivel cero 
corrupción. 

Compromiso de avisar a las autoridades competentes 
sobre cualquier situación ilícita que hayan observado. 

La obligación del 

contratista. 
Obligación a actuar bajo los principios morales, no 
incurriendo en acciones ilícitas o de corrupción. 

  

V
A

R
IA

B
L

E
 D

E
P

E
N

D
IE

N
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E
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 D
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Es aquel delito en donde 

un funcionario o servidor 

público acuerda con un 

particular, directa o 

indirectamente, acerca 

de una contratación o 

adquisición de servicios 

o bienes a la 

administración pública, 

bajo fines de defraudar 

al Estado (Chávez, 

2020). 

Se realizó la aplicación de 

una encuesta dirigida a los 

servidores y funcionarios 

públicos de la Fisc. 

Anticorrupc. Del Santa, 

para obtener información 

sobre la variable delito de 

colusión, por medio de 

indicadores de las 

dimensiones 

comportamiento 

corruptivo, sujetos del acto 

corruptivo, perjuicio, 

modalidad y sanción. 

Comportamiento 

corruptivo 

El funcionario público acuerda con un particular, acerca de 

concretar algún acto con fines de defraudar al Estado. 

 

Ordinal 

Sujeto del acto 

corruptivo 

Sujeto Activo 

Sujeto Pasivo 

Perjuicio del acto 

corruptivo 

Imparcialidad en la contratación pública 

Preservación de los intereses patrimoniales del Estado 

Modalidad del 

acto corruptivo 

Colusión simple 

Colusión agravada 

Sanción del acto 

corruptivo 

Pena privativa de la libertad 

Pena de Inhabilitación 

Pena de multa 



 

 
 

Anexo 2. Instrumento de recolección de datos 

 

CUESTIONARIO 

Tesis: Cláusulas anticorrupción y su relación con el delito de colusión, en el Distrito Judicial 

de Santa - 2022.  

Instrucciones: Lea de manera cuidadosa cada ítem y marque en los recuadros según la información 

que corresponda, dándole un valor a su respuesta según la tabla de valoración que se muestra a 

continuación y teniendo en cuenta la información que obra en su despacho sobre las cláusulas 

anticorrupción y su relación con el delito de colusión. 

Tabla de valoración 
(Escala de Likert) 

1 NUNCA 

2 CASI NUNCA 

3 ALGUNAS VECES 

4 CASI SIEMPRE 

5 SIEMPRE 

 

N° ÍTEMS 

ESCALA DE VALORACIÓN 

N
U
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A
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M
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S
IE

M
P
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E

 

1 

¿Con qué frecuencia la declaratoria del contratista es proba, honesta, veraz 

e íntegra, sobre no cometer actos de corrupción durante la etapa 

precontractual, contractual y pos contractual en el Distrito Judicial del Santa 

– 2022? 

     

2 

¿Qué tan frecuentemente el contratista garantiza no incurrir en actos de 

corrupción durante la etapa precontractual, contractual y pos contractual en 

el Distrito Judicial del Santa – 2022? 

     

3 

¿Con qué frecuencia estima que el contratista cumple el compromiso de 

tener una conducta de nivel cero corrupción durante la etapa precontractual, 

contractual y pos contractual en el Distrito Judicial del Santa – 2022? 

     

4 

¿Qué tan frecuentemente el contratista declara sobre el conocimiento de 

algún ofrecimiento o acto ilegal durante la etapa precontractual, contractual 

y pos contractual en el Distrito Judicial del Santa – 2022? 

     

5 

¿Con qué frecuencia el contratista cumple la obligación de actuar bajo los 

principios morales de integridad, probidad, honestidad, e integridad, no 

incurriendo en acciones ilícitas o de corrupción  durante la etapa 

precontractual, contractual y pos contractual en el Distrito Judicial del 

Santa – 2022? 

     

6 

¿Con qué frecuencia cree usted que, si existiera un ente regulador formado 

para verificar o regular la aplicación de las cláusulas anticorrupción, éstas se 

cumplirían totalmente? 

     

7 

¿Qué tan frecuentemente las cláusulas anticorrupción, se relacionan con la 

prevención de la comisión del delito de colusión en el Distrito Judicial del 

Santa – 2022? 

     

8 

¿Con qué frecuencia considera usted, que los contratistas al momento de 

presentarse a un proceso de contratación con el Estado (servicio, bienes u 

obras), no presentan ninguna relación de incentivo o beneficio para resultar 

ganadores en el Distrito Judicial del Santa – 2022? 

     

9 

¿Qué tan frecuente considera usted que el comportamiento del sujeto 

activo en la comisión del delito de colusión, es realizado con la voluntad de 

cometer actos de corrupción, pese a que previamente se comprometió a no 

incurrir en dichos hechos en el Distrito Judicial del Santa – 2022? 

     



 

 
 

 

 

 

Gracias por su colaboración. 

 

 

10 

¿Si los registros de las personas naturales o jurídicas que no cumplen con lo 

estipulado en las cláusulas anticorrupción recibieran una sanción 

administrativa, con qué frecuencia considera usted que estos sujetos 

tendrían mayor conciencia sobre la pena evitando cometer el delito? 

     

11 
¿Con qué frecuencia ha denotado imparcialidad en la contratación pública 

dentro del Distrito Judicial del Santa – 2022? 

     

12 
¿Qué tan frecuentes son los casos de colusión simple en el Distrito Judicial 

del Santa – 2022? 

     

13 
¿Qué tan frecuentes son los casos de colusión agravada en el Distrito 
Judicial del Santa – 2022? 

     

14 ¿Con qué frecuencia los casos del delito de colusión, son sancionados con 

pena privativa de la libertad en el Distrito Judicial del Santa – 2022? 

     

15 ¿Con qué frecuencia los casos del delito de colusión, son sancionados con 

pena de inhabilitación en el Distrito Judicial del Santa – 2022?  

     

16 ¿Con qué frecuencia los casos del delito de colusión, son sancionados con 

pena de multa en el Distrito Judicial del Santa – 2022? 

     

17 

En caso de que se designara a la OSCE la función de registrar e investigar 

a nivel administrativo la omisión de las cláusulas anticorrupción, ¿con qué 

frecuencia considera que esta entidad debe realizar un control en las 

instituciones del Estado? 

     



Anexo 3. Evaluación por juicio de expertos. 



 

 

 
 

  







 

 

  



 

 



 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

 



 

 

  





 

 

  



 

 

  



 

 

 



 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

 

Anexo 4. Consentimiento informado UCV. 

 





 

 

  



 

 

Anexo 5. Carta de aceptación por la Institución donde se realizó el estudio.  



 

 

 

 

  



 

 

  



Anexo 6. Confiabilidad del instrumento. 

La confiabilidad mostrada para el presente instrumento de recolección de datos, es 

altamente significativo para medir las variables de estudio a través de los ítems 

intervinientes. 



 

 

Anexo 7. Prueba de normalidad 

 



 

 

  



 

 

Anexo 8. Base de datos 
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1 2 3 4 5 1 2 3 4 5 1 2 3 4 5 1 2 3 4 5 1 2 3 4 5 1 2 3 4 5

1 *E1 3 3 3 2 3 4

2 *E2 3 3 3 3 3 4

3 *E3 3 4 2 1 3 3

4 *E4 3 3 3 2 3 3

5 *E5 2 2 2 2 2 3

6 *E6 3 5 3 3 3 4

7 *E7 3 3 3 2 2 4

8 *E8 2 2 2 1 3 4

9 *E9 3 3 3 1 3 3

10 *E10 2 2 2 1 2 3

11 *E11 2 2 2 2 3 3

12 *E12 3 3 3 2 3 4

13 *E13 3 3 3 1 2 3

14 *E14 2 2 2 1 1 5

15 *E15 3 3 4 1 3 5

16 *E16 2 2 2 1 2 3

17 *E17 3 3 3 3 3 4

18 *E18 3 2 3 1 3 3

19 *E19 3 2 3 1 3 4

20 *E20 3 3 3 3 3 3

21 *E21 2 2 2 2 2 4

22 *E22 3 3 3 1 3 3

23 *E23 2 2 2 2 3 3

24 *E24 2 2 2 1 1 5

25 *E25 3 3 3 3 3 3

26 *E26 3 3 3 1 3 3

27 *E27 2 2 2 1 1 5

28 *E28 2 2 2 2 3 3

29 *E29 3 3 3 1 3 3

30 *E30 3 3 3 3 3 3

1

¿Con qué frecuencia 

la declaratoria del 

contratista es proba, 

honesta, veraz e 

íntegra, sobre no 

cometer actos de 

corrupción durante 

la etapa 

precontractual, 

contractual y pos 

contractual en el 

Distrito Judicial del 

Santa – 2022?

2

¿Qué tan 

frecuentemente el 

contratista garantiza 

no incurrir en actos 

de corrupción 

durante la etapa 

precontractual, 

contractual y pos 

contractual en el 

Distrito Judicial del 

Santa – 2022?

¿Con qué frecuencia 

estima que el 

contratista cumple el 

compromiso de tener 

una conducta de 

nivel cero corrupción 

durante la etapa 

precontractual, 

contractual y pos 

contractual en el 

Distrito Judicial del 

Santa – 2022?

¿Qué tan 

frecuentemente el 

contratista declara 

sobre el 

conocimiento de 

algún ofrecimiento o 

acto ilegal durante la 

etapa precontractual, 

contractual y pos 

contractual en el 

Distrito Judicial del 

Santa – 2022?

¿Con qué frecuencia 

el contratista cumple 

la obligación de 

actuar bajo los 

principios morales 

de integridad, 

probidad, 

honestidad, e 

integridad, no 

incurriendo en 

acciones i l ícitas o de 

corrupción  durante 

la etapa 

precontractual, 

contractual y pos 

contractual en el 

Distrito Judicial del 

Santa – 2022?

¿Con qué frecuencia 

cree usted que, si  

existiera un ente 

regulador formado 

para verificar o 

regular la aplicación 

de las cláusulas 

anticorrupción, éstas 

se cumplirían 

totalmente?
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1 2 3 4 5 1 2 3 4 5 1 2 3 4 5 1 2 3 4 5 1 2 3 4 5

1 *E1 3 3 3 2 3

2 *E2 3 3 3 4 3

3 *E3 3 2 4 4 2

4 *E4 3 3 3 4 3

5 *E5 2 2 4 2 2

6 *E6 2 2 4 4 3

7 *E7 3 2 4 4 4

8 *E8 2 3 3 4 3

9 *E9 2 2 3 4 3

10 *E10 2 2 4 4 2

11 *E11 3 2 4 3 2

12 *E12 3 3 3 3 3

13 *E13 3 3 3 3 3

14 *E14 3 1 5 2 1

15 *E15 2 3 4 5 3

16 *E16 2 2 4 3 2

17 *E17 3 3 4 4 3

18 *E18 3 2 4 4 2

19 *E19 4 3 3 4 4

20 *E20 3 3 3 3 3

21 *E21 3 2 4 3 2

22 *E22 2 2 3 4 3

23 *E23 3 2 4 3 2

24 *E24 3 1 5 2 1

25 *E25 3 3 3 3 3

26 *E26 2 2 3 4 3

27 *E27 3 1 5 2 1

28 *E28 3 2 4 3 2

29 *E29 2 2 3 4 3

30 *E30 3 3 3 3 3

¿Con qué frecuencia 

ha denotado 

imparcialidad en la 

contratación pública 

dentro del Distrito 

Judicial del Santa – 

2022?

¿Qué tan 

frecuentemente las 

cláusulas 

anticorrupción, 

influyen en la 

prevención de la 

comisión del delito 

de colusión en el 

Distrito Judicial del 

Santa – 2022?

¿Con qué frecuencia 

considera usted, que 

los contratistas al 

momento de 

presentarse a un 

proceso de 

contratación con el 

Estado (servicio, 

bienes u obras), no 

presentan ninguna 

relación de incentivo 

o beneficio para 

resultar ganadores 

en el Distrito Judicial 

del Santa – 2022?

¿Qué tan frecuente 

considera usted que 

el comportamiento 

del sujeto activo en 

la comisión del delito 

de colusión, es 

realizado con la 

voluntad de cometer 

actos de corrupción, 

pese a que 

previamente se 

comprometió a no 

incurrir en dichos 

hechos en el Distrito 

Judicial del Santa – 

2022?

8

¿Si los registros de 

las personas 

naturales o jurídicas 

que no cumplen con 

lo estipulado en las 

cláusulas 

anticorrupción 

recibieran una 

sanción 

administrativa, con 

qué frecuencia 

considera usted que 

estos sujetos 

tendrían mayor 

conciencia sobre la 

pena evitando 

cometer el delito?

N°
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9 10 117
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1 2 3 4 5 1 2 3 4 5 1 2 3 4 5 1 2 3 4 5 1 2 3 4 5 1 2 3 4 5

1 *E1 3 3 3 3 3 4

2 *E2 4 4 4 4 4 4

3 *E3 5 4 4 4 4 5

4 *E4 4 4 4 1 1 4

5 *E5 4 4 2 4 4 5

6 *E6 4 4 3 3 3 5

7 *E7 4 3 4 3 4 5

8 *E8 4 3 2 3 3 4

9 *E9 4 3 4 4 4 4

10 *E10 4 4 4 4 4 5

11 *E11 4 3 3 4 3 4

12 *E12 4 4 3 3 3 4

13 *E13 5 4 4 3 3 3

14 *E14 5 4 3 3 3 5

15 *E15 3 3 3 3 3 5

16 *E16 4 4 3 3 3 5

17 *E17 3 3 3 3 3 4

18 *E18 4 4 4 4 3 4

19 *E19 4 4 4 4 3 4

20 *E20 3 4 3 3 3 3

21 *E21 4 4 3 3 3 4

22 *E22 4 3 4 4 4 4

23 *E23 4 3 3 4 3 4

24 *E24 5 4 3 3 3 5

25 *E25 3 4 3 3 3 3

26 *E26 4 3 4 4 4 4

27 *E27 5 4 3 3 3 5

28 *E28 4 3 3 4 3 4

29 *E29 4 3 4 4 4 4

30 *E30 3 4 3 3 3 3

¿Qué tan frecuentes 

son los casos de 

colusión agravada en 

el Distrito Judicial 

del Santa – 2022?

¿Qué tan frecuentes 

son los casos de 

colusión simple en el 

Distrito Judicial del 

Santa – 2022?

¿Con qué frecuencia 

los casos del delito 

de colusión, son 

sancionados con 

pena privativa de la 

l ibertad en el Distrito 

Judicial del Santa – 

2022?

¿Con qué frecuencia 

los casos del delito 

de colusión, son 

sancionados con 

pena de 

inhabilitación en el 

Distrito Judicial del 

Santa – 2022? 

¿Con qué frecuencia 

los casos del delito 

de colusión, son 

sancionados con 

pena de multa en el 

Distrito Judicial del 

Santa – 2022?

En caso de que se 

designara a la OSCE 

la función de 

registrar e investigar 

a nivel 

administrativo la 

omisión de las 

cláusulas 

anticorrupción, ¿con 

qué frecuencia 

considera que esta 

entidad debe realizar 

un control en las 

instituciones del 

Estado?

N°

15 16 17
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12 13 14




